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Presentación
Este estudio ha sido patrocinado por 
el Colegio de Ingenieros Técnicos In-
dustriales de Barcelona (en adelante 
CETIB), el Colegio de Ingenieros In-
dustriales de Cataluña (en adelante 
COEIC) y el Colegio de Aparejadores 
y Arquitectos Técnicos de Barcelona 
(en adelante CAATB) y representa la 
continuación del estudio Anàlisi de la 
incidència de la jurisprudència en pre-
venció de riscos laborals als profesionals 
tècnics, que fue editado por el CETIB 
en 2005 y coordinado por el Instituto 
de Estudios de la Seguridad (en ade-
lante IDES). 

Una vez transcurridos cinco años des-
de la publicación del primer estudio, 
se ha considerado interesante hacer 
un segundo análisis de las sentencias 
en las que intervienen profesionales 
técnicos en prevención de riesgos la-
borales. Para ello, se ha contado con 
la misma experta, Emma Benavides. 
Esto asegura un análisis homogéneo y 
la posibilidad de comparar resultados 
entre ambos estudios. 

Para realizar el trabajo se ha contado 
con un Comité Técnico formado por 
un representante de cada una de las 
entidades patrocinadoras: Agustí Mo-
rera del CETIB, Isabel Castillejo del 
COEIC y Josep Maria Calafell del CA-
ATEEB. 

En el presente estudio se resumen un 
total de 18 sentencias, que representan 
una muestra una muestra signifi cativa 
de la casuística encontrada entre ene-
ro de 2005 y diciembre de 2009. Del 
total de sentencias de profesionales 
técnicos ocurridas en este periodo, se 
han seleccionado aquellas que, por sus 

características, imputados y hechos, se 
han considerado más relevantes y sin-
gulares. 

Con el fi n de evitar una reiteración 
excesiva y para obtener una lectura 
más fl uida de las sentencias, se ha op-
tado por suprimir el término “Código 
Penal” de los artículos pertenecientes 
a este texto legal, que se citan en las 
sentencias. De este modo, cuando no 
se explicita la Ley, Real Decreto o dis-
posición legal a la cual pertenece un 
artículo, se entiende que pertenece al 
Código Penal. 

Las sentencias incluidas a continua-
ción han sido resumidas rigurosa-
mente. En algunos casos no aparece 
la titulación de los imputados, ya que 
en las sentencias originales tampoco 
aparecían. Los agentes de la sentencia 
(sujetos, acusados, demandados…) se 
indican, únicamente, por el nombre 
de pila para que no puedan ser identi-
fi cados, al igual que en las sentencias 
originales.
 
Esperamos que todo ello contribuya a 
mejorar la labor de los profesionales 
técnicos, y que continúe la colabora-
ción de los diferentes colegios profesio-
nales y de IDES en nuevos proyectos.

Joan  Vallvé i Ribera
Vicepresidente de IDES y decano del 

COEIC

Joan  Ribó i Casaus
Presidente de IDES y decano del CETIB

Rosa M. Remolà i Ferrer 
Presidenta del CAATEEB
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1. Conceptos jurídicos

La Ley 31/95, de 8 de noviembre, de 
prevención de riesgos laborales (en 
adelante LPRL), hace referencia a las 
responsabilidades civiles y penales 
dentro del ámbito de las posibles res-
ponsabilidades que se pueden derivar 
del incumplimiento de las normas en 
materia de prevención de riesgos labo-
rales. 

Así, según el artículo 42.1 de la Ley: 

El incumplimiento por parte de los 
empresarios de sus obligaciones en 
materia de prevención de riesgos labo-
rales dará lugar a responsabilidades 
administrativas, así como, en su caso, 
a responsabilidades penales y civiles 
por daños y perjuicios que puedan de-
rivarse de dicho incumplimiento. 

Ahora bien, la LPRL no regula el con-
tenido de las responsabilidades civiles 
y penales, por la cual cosa hay que re-

correr, suplementariamente, a la regu-
lación establecida por el Código Civil y 
el Código Penal, respectivamente. 

 1.1. La responsabilidad civil 

La responsabilidad civil es aquella 
responsabilidad de carácter privado, 
exigible entre sujetos particulares que 
tiene como fi nalidad el resarcimiento 
o la compensación económica de los 
daños. El presente estudio se centra en 
la responsabilidad civil que resulta de 
los daños ocasionados en los accidentes 
laborales. Como características de la 
responsabilidad civil destacamos que: 

- Es de carácter privado: deviene 
exigible en el ámbito de las relaciones 
privadas entre particulares. 

- No implica la imposición de 
sanciones por parte del Estado, 
sino que tiene como fi nalidad única 
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la reparación económica de los 
daños y perjuicios causados. 

- En consecuencia, siempre será 
necesario que se haya producido 
un daño o resultado lesivo para 
que se pueda exigir. 

Contenido
Consiste en una compensación 
económica que fi ja en cada caso 
el tribunal que incluye los daños y 
perjuicios que se hayan causado, 
y que puede quedar reducida o 
compensada si en la producción del 
accidente se puede apreciar también 
culpa de la víctima. Es decir, cuando 
en la producción del resultado 
lesivo haya intervenido también una 
actitud o comportamiento negligente 
por parte del accidentado. 

Sujetos responsables 
La responsabilidad civil podrá 
exigirse no solo a todas aquellas 
personas que incumplan o cumplan 
defectuosamente las obligaciones 
que les corresponden en materia 
de prevención de riesgos laborales, 
sino también a aquellas que sin 
tener obligaciones en la materia 
provoquen, con su conducta 
negligente, daños y perjuicios 
a terceros en el ejercicio de su 
actividad. 

Así pues, se pueden incluir como 
sujetos no solo el empresario como 
principal obligado en materia 
preventiva (Art. 14 LPRL), y 
todos aquellos que por delegación 
suya hayan asumido facultades o 
poder de dirección en la empresa 
(directivos, cargos intermedios, 
encargados, etc.), y aquellas 
personas o entidades a quienes se 
haya encomendado la realización de 
las tareas en materia preventiva, sino 
también a cualquier otra persona 
que haya podido colaborar con su 

conducta negligente a la producción 
del resultado lesivo (arquitectos, 
aparejadores, ingenieros, ingenieros 
técnicos, fabricantes, importadores, 
etc.). 

Las demandas de reclamación de 
responsabilidad civil que se dirigen 
contra los profesionales técnicos 
en el ámbito de los accidentes de 
trabajo tienen ordinariamente su 
fundamento en el artículo 1902 
del Código Civil, que regula la 
responsabilidad extracontractual 
(aquella que deriva de la actuación 
culposa o negligente con la cual 
se hayan causado daños a terceras 
personas y aquellos que sean 
evaluables económicamente. 

De acuerdo con lo establecido en 
el artículo 1902 del Código Civil, 
el que por acción u omisión cause 
daños a terceros, siempre que haya 
estado por culpa o negligencia, está 
obligado a reparar el daño causado. 
Según lo establecido por la 
jurisprudencia, para poder exigir 
responsabilidades se requiere: 

- Un comportamiento (acción u 
omisión) negligente o realizado al 
margen de la previsión o cautela 
que imponen las normas legales o 
lo que es socialmente exigible. 

- Que se haya producido un 
resultado consistente en daños o 
perjuicios causados a terceros. 

- La realización de causalidad 
existente entre aquella acción/
omisión negligente y el resultado 
causado. 

Cuando existen diversos 
responsables que intervienen en la 
producción del daño, sin que sea 
posible determinar en que medida 
ha contribuido cada uno de ellos, se 
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habla de responsabilidad solidaria. 
La responsabilidad solidaria permite 
a la víctima exigir la obligación de 
indemnizar la totalidad de los daños 
y perjuicios causados a cualquiera 
de los responsables.

1.2. La responsabilidad penal

Es aquella responsabilidad de carác-
ter público, exigible por el Estado a 
los ciudadanos que tiene como fi -
nalidad la sanción de las conductas 
en materia de prevención de riesgos 
laborales considerables como deli-
tos en el Código Penal y el castigo 
de las personas físicas responsables 
de aquellas conductas con penas 
que, en algunos casos, pueden lle-
gar a ser de prisión. La responsabi-
lidad penal: 

- Está prevista para aquellas con-
ductas consideradas más graves 
para la vida e integridad física de 
los trabajadores. 

- Implica consecuencias más gra-
ves para las personas responsa-
bles, ya que se pueden imponer 
sanciones que consisten en penas 
de prisión.

- Puede comportar también la 
reparación patrimonial de los 
daños y perjuicios causados a la 
víctima.   

Conductas delictivas 
previstas por el Código Penal
1. Delito de riesgo contra la segu-
ridad y la salud de los trabajadores 
prevista por los artículos 316 y 317 
del Código Penal. 

2. Delitos de resultado lesivo para 
la vida o integridad física de los tra-
bajadores, en aquellos casos en los 
que además del peligro creado con 
el incumplimiento de la normativa 

de prevención de riesgos laborales 
se haya causado un resultado lesivo 
para la vida o la integridad física de 
los trabajadores: 

a. Delito de homicidio imprudente 
grave previsto en el artículo 142 
del Código Penal y falta de homi-
cidio imprudente leve previsto en 
el artículo 621 del Código Penal. 

Artículo 142.1
El que por imprudencia grave cau-
sare la muerte de otro, será casti-
gado, como reo de homicidio im-
prudente, con la pena de prisión 
de uno a cuatro años.

Artículo 142.3
Cuando el homicidio fuere come-
tido por imprudencia profesional 
se impondrá además la pena de 
inhabilitación especial para el 
ejercicio de la profesión, ofi cio o 
cargo por un período de tres a seis 
años.

Artículo 621.2
Los que por imprudencia leve cau-
saren la muerte de otra persona, 
serán castigados con la pena de 
multa de uno a dos meses.

b.Delito de lesiones por impru-
dencia grave previsto en el artícu-
lo 152 del Código Penal o faltas 
de lesiones por imprudencia pre-
vistas en el artículo 621 del Códi-
go Penal. 

Artículo 152.1
Aquel que por imprudencia grave 
cause alguna de las lesiones pre-
vistas en los artículos anteriores 
debe ser castigado:

1. Con la pena de prisión de tres 
a seis meses si se trata de las le-
siones previstas en el artículo 
147.1 (lesiones que requieren 
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más de una primera asistencia 
facultativa tratamiento médico o 
quirúrgico). 

2. Con la pena de prisión de uno 
a tres años si se trata de las lesio-
nes del artículo 149 (lesiones que 
supongan la pérdida o inutiliza-
ción de un órgano o un miembro 
principal, de un sentido, de este-
rilidad, la impotencia, una defor-
mación grave o una enfermedad 
somática o psíquica grave). 

3. Con la pena de prisión de seis 
meses a dos años si se trata de 
las lesiones del artículo 150 (le-
siones que supongan la pérdida 
o la inutilización de un órgano o 
de un miembro no principal o la 
deformidad).

Artículo 152.3
Cuando las lesiones fueren co-
metidas por imprudencia profe-
sional se impondrá asimismo la 
pena de inhabilitación especial 
para el ejercicio de la profesión, 
ofi cio o cargo por un período de 
uno a cuatro años.

Artículo 621.1
Los que por imprudencia grave 
causaren alguna de las lesiones 
previstas en el apartado 2 del ar-
tículo 147, serán castigados con 
la pena de multa de uno a dos 
meses (lesiones que requieran 
para su curación de más de una 
primera asistencia facultativa 
tratamiento médico o quirúrgico 
cuando sean de menor gravedad 
en atención al medio utilizado o 
al resultado producido).

Artículo 621.3
Los que por imprudencia leve 
causaran lesión constitutiva de 
delito serán castigados con pena 
de multa de 10 a 30 días.

1.3. Los delitos contra la 
seguridad e higiene en el 
trabajo del Código Penal 
(artículos 316 y 317)

El Código Penal recoge en los artí-
culos 316 y 317 un delito de riesgo 
para la seguridad y salud de los tra-
bajadores y distingue dos modalida-
des: una modalidad dolosa (artículo 
316) y una modalidad imprudente 
(artículo 317):

Artículo 316
Los que con infracción de las normas 
de prevención de riesgos laborales y 
estando legalmente obligados, no 
faciliten los medios necesarios para 
que los trabajadores desempeñen su 
actividad con las medidas de segu-
ridad e higiene adecuadas, de for-
ma que pongan así en peligro grave 
su vida, salud o integridad física, 
serán castigados con las penas de 
prisión de seis meses a tres años y 
multa de seis a doce meses.

Artículo 317
Cuando el delito a que se refi ere 
el artículo anterior se cometa por 
imprudencia grave, será castigado 
con la pena inferior en grado.

La conducta sancionadora
Consiste en no facilitar los medios 
necesarios para que los trabajadores 
realicen su actividad con las medidas 
de seguridad e higiene1 adecuadas.

- Se trata de una conducta omi-
siva (no facilitar los medios), en 
que se castiga la omisión de la ac-
ción esperada, la realización de la 
cual hubiera evitado el resultado 
de peligro para la vida o la salud 
de los trabajadores.   

- La conducta delictiva queda li-
mitada para la remisión a la nor-
mativa de prevención de riesgos 

1. Nota de la autora: En el 
texto se habla de medidas 

de seguridad e higiene y 
lesión, ya que son las pala-

bras utilizadas en el ámbito 
jurídico,  pese a que en el 

ámbito de la prevención de 
riesgos laborales sea más 

correcto hablar de medidas 
preventivas, prevención de 

riesgos laborales y daños.
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laborales y, por lo tanto, la con-
ducta omisiva consistente en no 
facilitar los medios, lo tendrá que 
ser, en todo caso con infracción 
de las normas de prevención de 
riesgos laborales, tanto la norma 
general en materia de PRL, como 
las normas que regulen cada sec-
tor de actividad.

- Se entiende como medios no 
solo a los medios de carácter ma-
terial sino también todos aque-
llos que se puedan integrar en el 
deber genérico de prevención y, 
por lo tanto, también los intelec-
tuales, organizativos, etc., como 
por ejemplo el deber de evaluar 
los riesgos, de condicionamiento 
de los lugares de trabajo, de dar 
información y formación a los 
trabajadores, la vigilancia perió-
dica de su estado de salud, etc. 

El resultado
Se trata de un delito de riesgo y, en 
consecuencia, el resultado constitu-
ye un peligro grave para la vida, la 
salud y la integridad física del tra-
bajador, no siendo necesario que se 
produzcan daños efectivos ni lesio-
nes. 

- Hay que probar en cada caso 
la existencia de una situación de 
peligro concreta para la vida o la 
salud de uno o más trabajadores 
en particular. 

- El peligro ha de ser grave, que 
se puede interpretar como rele-
vante para la vida, la salud y la 
integridad física del trabajador o 
trabajadores afectados. 

Sujeto activo
El artículo 316 del Código Penal 
hace referencia a aquellas personas 
que estén legalmente obligadas. 
Esto signifi ca que el ámbito de los 

posibles autores o personas respon-
sables del delito quedarán delimita-
das en cada caso por las persones a 
las que la normativa general y espe-
cífi ca en materia preventiva impon-
ga obligaciones de facilitar medios 
a los trabajadores. 

1. Empresario. Según la regula-
ción de la LPRL el principal obli-
gado a velar por la protección de 
los trabajadores frente a los ries-
gos que se puedan derivar de las 
condiciones en que el trabajador 
realiza es el empresario, concepto 
amplio en el que hay que incluir 
tanto el principal como los con-
tratistas y subcontratistas. 

En este sentido, el artículo 14.2 de 
la LPRL impone la obligación de 
realizar la prevención de riesgos 
laborales y la aprobación de todas 
aquellas medidas que sean necesa-
rias para la protección de la seguri-
dad y la salud de los trabajadores, 
que posteriormente se especifi can 
en el desarrollo de la Ley. 

2. Personas que actúan por de-
legación del empresario (directi-
vos, cargos intermedios, encarga-
dos, etc.).
La responsabilidad penal puede 
exigirse también a aquellas perso-
nas integradas en la organización 
empresarial y que, por delegación 
del empresario, ejercen funciones 
que impliquen dirección o poder 
de decisión tanto des del personal 
de alta dirección, cargos interme-
dios, o a los que ejerzan funciones 
ejecutivas. 

La jurisprudencia de la sala segunda 
del Tribunal Supremo ha declarado 
en diversas ocasiones que la obliga-
ción de velar por el cumplimiento 
efectivo de las normas de seguridad 
es exigible a toda persona que den-
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tro de la empresa ejerza un mando 
de cualquier tipo, sin que esta res-
ponsabilidad complementaria ex-
cluya la del empresario. Se confi r-
ma pues, con una responsabilidad 
en cascada y sin exclusiones. 

En este sentido el Tribunal Supremo 
ha declarado que (STS2, 16 de julio 
de 1992):

Todas aquellas personas que desem-
peñen funciones de dirección, o de 
mando en una empresa y, por tanto, 
sean éstas superiores, intermedias o 
de mera ejecución, y tanto las ejerzan 
reglamentariamente como de hecho, 
están obligadas a cumplir y a hacer 
cumplir las normas destinadas a que 
el trabajo se realice con las prescrip-
ciones elementales de seguridad.

El elemento determinante para 
afi rmar la responsabilidad de estas 
personas es que tengan poder de de-
cisión con autonomía (que puedan 
decidir automáticamente sobre la 
adopción de medidas de seguridad) 
y que, en consecuencia, se pueda 
decir que son persones legalmente 
obligados a facilitar medios. 

La responsabilidad de estos sujetos 
no excluye la del empresario que 
conserva la responsabilidad que le 
toca en concordancia con lo estable-
cido en el artículo 14.4 de la LPRL, 
según el cual la atribución de fun-
ciones a los trabajadores en materia 
preventiva, o el recurso a servicios 
de prevención propios o externos 
complementarán las acciones del 
empresario en este ámbito, pero no 
lo exoneran del cumplimiento de 
sus deberes en esta materia.  

Personas jurídicas
En el ámbito del derecho penal el 
sujeto responsable de las acciones 
y omisiones que se sancionen ha de 

ser necesariamente una persona físi-
ca. Por esto, con la fi nalidad de ofre-
cer una solución al problema que se 
plantea cuando la comisión de estos 
delitos se atribuye a una sociedad 
o personas jurídicas el artículo 318 
dice que cuando estos hechos se 
atribuyen a personas jurídicas:

Hay que imponer la pena señala-
da a los administradores o a los 
encargados del servicio que hayan 
estado los responsables y a aquellos 
que, conociéndolos y pudiendo re-
mediarlo, no hayan adoptado me-
didas para hacerlo. 

Otros sujetos
La LPRL también prevé otros sujetos 
a los cuales se atribuyen una serie 
de funciones, atribuciones, faculta-
des, responsabilidades, etc. en ma-
teria preventiva. Así, por ejemplo:
 

- Los delegados de prevención, 
que asumen funciones en materia 
de prevención de riesgos laborales 
de asesoramiento y asistencia al 
empresario, a los trabajadores y a 
sus representantes y a los órganos 
de representación especializados. 

- Los servicios de prevención que 
son representantes de los traba-
jadores con funciones específi cas 
de colaboración, fomento, consul-
ta, vigilancia y control en materia 
preventiva. 

- El comité de seguridad y salud 
como órgano creado por la Ley 
con funciones de participación y 
consulta. 

En todos estos casos en que los suje-
tos citados tienen atribuidas funcio-
nes en la materia, el criterio a tener 
en cuenta a la hora de determinar si 
pueden ser personas penalmente res-
ponsables del delito contra la segu-

2.   Sentencia del Tribunal 
Supremo.
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ridad de los trabajadores deberá ser 
el tipo de obligación legal que tenga 
atribuida y, en este sentido, siguien-
do el criterio utilizado por el artículo 
316, solamente podrán serlo aque-
llos que tengan asignadas obligacio-
nes legales consistentes en facilitar 
medios, la cual cosa excluye aque-
llas funciones consistentes a aseso-
rar, asistir, apoyar, colaborar, etc.

No obstante, hay que tener en cuen-
ta, en relación con los miembros 
integrantes de los servicios de pre-
vención propios o ajenos, que pese 
a que la Ley los atribuye principal-
mente una función de asesoramen-
te y apoyo en materia preventiva, 
también puede existir una delega-
ción de estas funciones por parte 
del empresario y, en este caso, si 
tienen autonomía para tomar deci-
siones en materia preventiva, tam-
bién podrán ser considerados como 
sujetos legalmente obligados a fa-
cilitar medios y, en consecuencia, 
personas penalmente responsables 
del delito contra la seguridad de los 
trabajadores.

1.3.1. Modalidades delictivas 

En cuanto a las posibles modalida-
des de comisión del delito contra la 
seguridad de los trabajadores el Có-
digo Penal, incluye dos: 

- La modalidad dolosa prevista por 
el artículo 316.
- La modalidad imprudente prevista 
por el artículo 317. 

La modalidad dolosa
Supone la comisión intencionada 
y plenamente consciente del com-
portamiento delictivo consistente 
en no facilitar los medios de protec-
ción adecuados para la seguridad 
de los trabajadores aun teniendo 
conocimiento de la existencia de la 

obligación legal y del peligro grave 
que de esta omisión se deriva para 
la vida, la integridad física o la sa-
lud de los trabajadores. 

Es decir, se aplicará en aquellos 
casos en que el responsable, aun 
conociendo la existencia de una 
obligación legal que le impone la 
adopción de medidas de seguridad 
y siendo consciente del peligro que 
la falta de estas medidas supone, 
mantenga la decisión de no adop-
tarlas, aceptando la existencia de 
esta situación peligrosa. 

La modalidad imprudente
No existe una conducta intencio-
nada, sino una imprudencia grave 
por parte del sujeto responsable de 
adoptar las medidas. Se trata de 
un comportamiento descuidado o 
negligente por no facilitar a los tra-
bajadores de los medios necesarios 
para que desarrollen su actividad 
laboral sin dar lugar a situaciones 
de peligro grave. 

Supone la falta de consciencia en el 
sujeto responsable de la existencia 
de las obligaciones legales previs-
tas en la normativa que lo obliga a 
adoptar medidas de seguridad o la 
falta de conciencia del peligro que 
esto comporta, actuando de manera 
descuidada en la confi anza que este 
peligro grave para la vida o la salud 
de los trabajadores no llegue a ma-
terializarse. 

Sanciones
Las pena prevista por el Código Pe-
nal varían según si se trata de la 
modalidad dolosa o de la modali-
dad imprudente:

- La modalidad dolosa (artículo 
316) está castigada con una pena 
de prisión de 6 meses a 3 años y 
una multa de 6 a 12 meses. 
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- La modalidad imprudente (ar-
tículo 317) está sancionada con 
una pena inferior en grado, es de-
cir, pena de prisión de 3 a 6 meses 
y una multa de 3 a 6 meses. 

Cuando la pena de prisión impuesta 
sea inferior a dos años existe la pre-
visión legal de que el juez conceda 
la posibilidad de evitar el ingreso 
a cárcel si lo estima conveniente, 
acordando la suspensión de la eje-
cución de la pena siempre que se 
den determinados requisitos: 

- Que el sujeto haya delinquido 
por primera vez. 

- Que haya satisfecho las respon-
sabilidades civiles que se hayan 
declarado en sentencia pagando 
las indemnizaciones correspon-
dientes a los perjudicados. 

En todo caso, esta suspensión queda-
rá condicionada al hecho que el con-
denado no vuelva a delinquir en el 
periodo indicado por el juez (entre 2 
y 5 años) y, opcionalmente, también 
puede condicionarla al hecho que se 
someta a la realización de programas 
o cursos formativos que guarden re-
lación con el delito cometido. 

La pena de multa se determina si-
guiendo el sistema de días/multa, 
con el máximo de días que indique 
el Código Penal por cada modalidad 
delictiva y con cuotas diarias que os-
cilan entre 2 y 400 euros y que fi jará 
el juez teniendo en cuenta la capaci-
dad económica del condenado. 

En el caso de que no se pague el 
importe de la multa, el condenado 
quedará sometido a una responsabi-
lidad personal subsidiaria de un día 
de prisión por cada dos cuotas de 
multa no satisfechas. De esta mane-
ra, la condena consistente en pena 

de multa que se puede convertir en 
pena de prisión. 

Consecuencias accesorias 
En estos casos, el artículo 318 del 
Código Penal prevé también que la 
autoridad judicial pueda decretar, 
además de las penas citadas ante-
riormente, cualquiera de las medidas 
preventivas incluidas en el artículo 
129 del Código Penal, consistentes 
en medidas como la clausura de la 
empresa de manera temporal o defi -
nitiva, la suspensión de la actividad, 
la disolución, etc., las cuales tienen 
la fi nalidad de prevenir la continui-
dad de la actividad delictiva. 

Los delitos de resultado
En aquellos casos en los que, ade-
más del delito de peligro por la no 
adopción de las medidas de seguri-
dad, esta situación de riesgo se ma-
terialice en un resultado de lesiones 
o muerte del trabajador/es afecta-
do/s por el riesgo, nos encontramos, 
además, frente a un delito a falta de 
homicidio o de lesiones generalmen-
te apreciada de imprudencia. 

En estos delitos/faltas el autor pue-
de ser cualquier persona que haya 
realizado la conducta imprudente, 
a diferencia de lo que ocurre en los 
delitos contra la seguridad de los 
trabajadores de los cuales, solo pue-
den ser responsables penalmente, 
como se ha visto, los que estén “le-
galmente obligados”. 

En el Código Penal se recogen las 
modalidades delictivas siguientes, 
que pueden ser de aplicación en es-
tos casos: 

1. El delito de homicidio por impru-
dencia grave previsto por el artículo 
142 del Código Penal castigado con 
pena de 1 a 4 años. 
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Además, si se determina que el deli-
to ha sido causado por imprudencia 
profesional, se impondrá una pena 
de inhabilitación especial para el 
ejercicio de la profesión, ofi cio o car-
go por un periodo de 3 a 6 años. 

2. El delito de lesiones por impru-
dencia grave incluido en el artícu-
lo 152 del Código Penal. Se prevén 
penas de diversa gravedad según la 
entidad de las lesiones y oscilan en-
tre 3 meses y 3 años de prisión. 

Se prevé también para los casos de 
imprudencia profesional la pena de 
inhabilitación especial para el ejer-
cicio de la profesión, ofi cio o cargo 
por un periodo de 1 a 4 años. 

3. Falta de homicidio por impru-
dencia leve previsto por el artículo 
621.2 del Código Penal, castigado 
con pena de 1 a 2 meses de pri-
sión. 

4. Falta de lesiones por impruden-
cia leve, previstas en el artículo 
621.3 del Código Penal castigadas 
con pena de 10 a 30 días de multa. 

El concepto de imprudencia
Podemos decir que una conducta es 
imprudente cuando el sujeto actúa 
con falta de cuidado, de diligencia o 
con negligencia y como consecuen-
cia de esto se produce un resultado 
que no era querido pero sí que era 
previsible y evitable. En defi nitiva, 
el comportamiento imprudente su-
pone la omisión de la diligencia que 
era exigible para prevenir y evitar 
un resultado. 

La imprudencia puede ser: 

- Grave: cuando se actúa con omi-
sión de la prudencia más elemental 
y con inobservancia de las normas 

de cuidado más básica. Implica la 
infracción de deberes elementales 
que se le pueden exigir a la persona 
menos diligente, o un descuido total 
y absoluto de las normas más ele-
mentales de previsión y cuidado. 

La jurisprudencia ha defi nido la im-
prudencia grave como la actuación 
realizada con omisión de los cuida-
dos o precauciones más elementa-
les para prevenir un mal previsible 
y evitable en circunstancias norma-
les. Se trata de un peligro que resul-
ta previsible a cualquiera, siendo las 
precauciones que se deben tomar 
también evidentes para la mayoría 
de las personas de manera que su 
omisión no se puede disculpar.
 
- Leve: supone la omisión de la di-
ligencia o cuidado que una persona 
normal observa en su comporta-
miento habitual. Omisión leve de 
las normas de cuidado que se deben 
observar en la realización de una 
determinada actividad. 

- Profesional: supone actuar con 
conocimiento o transgresión de los 
deberes específi cos de carácter téc-
nico o de conocimiento que se de-
ben observar en el ejercicio de una 
profesión. 

La imprudencia profesional se re-
fi ere a la infracción de las precau-
ciones y cuidados más elementales, 
imperdonables e indisculpables a 
las personas que, en el ejercicio de 
una actividad profesional, han de 
tener unos conocimientos especiales 
propios de esta actividad. Comporta 
la infracción del mínimo de conoci-
mientos técnicos que se deben de te-
ner en el ejercicio de una profesión, 
bien por desconocimiento o falta de 
estas o por su defi ciente aplicación 
de manera evidente o manifi esta.
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2. Sobre el valor 
probatorio de las actas de 
la Inspección de Trabajo

Deben distinguirse aquí dos ámbitos 
bien diferenciados en cuanto al valor 
que deba otorgarse a las actas de la 
Inspección de Trabajo: el ámbito admi-
nistrativo sancionador y el ámbito del 
derecho penal.

En el ámbito administrativo sanciona-
dor las actas de la Inspección de Tra-
bajo gozan de presunción de certeza 
respecto a los hechos refl ejados en las 
mismas, siempre que hayan sido cons-
tatados por el funcionario actuante y 
que se extiendan conforme a los re-
quisitos procedimentales establecidos 
legalmente, según la Ley sobre infrac-
ciones y sanciones en el orden social. 
Esto, no obstante, debe ser interpreta-
do conforme a la Constitución española 

y en el conjunto de los principios que 
informan el ordenamiento jurídico, de 
manera que su aplicación no puede ha-
cerse automáticamente al margen de 
los derechos reconocidos en los artí-
culos 24 y 25 de la Constitución, esen-
cialmente el derecho a la presunción de 
inocencia y el derecho de defensa. Por 
ello, la presunción de veracidad que ca-
racteriza a estas actas admite prueba en 
contrario, confi gurada como medio de 
prueba válido, pero no indiscutible, ex-
clusivo, ni excluyente de otros medios 
de prueba, de manera que puede ceder 
ante ellas (S. TSJ Cataluña, Sala Social 
6/09/02).

Así, según la STS (12 de octubre de 
2005): 
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La presunción de veracidad que se 
atribuye a las actas de inspección afec-
ta a aquellas actas que se consideren 
protocolizadas de forma regular desde 
el punto de vista formal, por establecer 
con precisión y objetividad las circuns-
tancias del caso y los datos que hayan 
servido para su redacción, debiendo 
destacarse la limitación objetiva de 
la presunción de certeza al alcanzar 
exclusivamente a hechos que por su 
producción objetiva son susceptibles 
de percepción directa por el inspector 
o son inmediatamente deducibles de 
aquellos y acreditados por medios de 
prueba consignados en el acta.

Una cuestión distinta debe predicar-
se sobre el valor de las actas y de los 
informes de la Inspección de Trabajo 
en el ámbito del derecho penal. Debe 
partirse de la base de que, en el pro-
cedimiento penal, las únicas pruebas 
que adquieren auténtico valor proba-
torio y en las que puede sustentarse 
una condena penal son las practica-
das en el acto del juicio oral, bajo los 
principios de oralidad, contradicción 
e inmediación y, en consecuencia, las 
actas e informes de la Inspección de 
Trabajo, al haber sido elaboradas en 
un momento anterior, sólo adquiri-
rán valor probatorio si son ratifi ca-
das en el acto del juicio mediante la 
comparecencia del funcionario que 
las haya confeccionado y con la rati-
fi cación de su contenido. 

En el mismo sentido, el art. 741 de 
la Ley de enjuiciamiento criminal (El 

Tribunal, apreciando, según su con-
ciencia las pruebas practicadas en 
el juicio, las razones expuestas por 
la acusación y la defensa y lo mani-
festado por los mismos procesados, 
dictará sentencia dentro del término 
fi jado en esta Ley), establece el prin-
cipio de libre valoración de la prueba 
en el proceso penal. En consecuencia, 
ni las actas ni los informes de la Ins-
pección de Trabajo, incluso debida-
mente ratifi cados en el acto del juicio 
no vinculan al juez, sino que consti-
tuyen un elemento más de prueba 
que deberá valorarse conjuntamente 
con el resto de pruebas practicadas. 
Debe tenerse en cuenta que, si bien 
dichas actas e informes, junto a la 
declaración testifi cal o pericial del 
inspector de trabajo, pueden servir 
de base para apreciar infracciones 
en el ámbito de la seguridad y salud 
laboral, la ausencia del inspector de 
trabajo en el momento del accidente 
no permite atribuirles una efi cacia 
decisiva, y por lo tanto, deberán in-
tegrarse y valorarse junto al resto de 
pruebas practicadas.

En este sentido, debe citarse la STS  
(Sala 1ª) de 27 de abril de 1994, que 
establece que:

Nada hay que decir del otro documen-
to invocado, que es el informe de la 
Inspección de Trabajo, que en ningún 
sentido vincula a la jurisdicción.

En el procedimento penal, las únicas 
pruebas que adquieren auténtico 

valor probatorio y en las que se puede 
sustentar una condena penal son las 
practicadas en el acto del juicio oral

Las actas y los informes de la 
Inspección de Trabajo constituyen 
un elemento más de prueba que 
se ha de valorar conjuntamente 
con el resto de pruebas 
practicadas
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No obstante, en la práctica, si bien 
en los informes mencionados las 
actas no vinculan a la jurisdicción 
penal, una vez ratifi cadas en el acto 
del juicio suelen ser de gran impor-
tancia y son tenidas en cuenta por 

el juez en el momento de valorar la 
prueba, atendiendo principalmen-
te a su carácter objetivo y neutro, 
lo que les otorga una credibilidad 
superior al resto de los informes 
periciales.
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3. Estructura de los 
resúmenes de las sentencias

En este trabajo se han analizado las 
sentencias más recientes (de enero de 
2005 a diciembre de 2009), tanto en el 
ámbito civil como penal, del Tribunal 
Supremo y de las audiencias provin-
ciales de Cataluña. 

El análisis de las sentencias se ha cen-
trado en aquellas en que los sujetos 
tienen responsabilidades en materia 
preventiva, fundamentalmente, en 
los profesionales técnicos que acos-
tumbran a realizar tareas de dirección 
de obra, coordinación de seguridad, 
proyectistas que realizan los estudios 
o planes de seguridad, cargos inter-
medios o técnicos de seguridad o en 
prevención de riesgos laborales, y su 

relación en lo referente a la atribu-
ción de responsabilidades con otros 
sujetos demandados o acusados en 
los procedimientos judiciales que se 
sigan para estas causas con la fi nali-
dad de delimitar las responsabilidades 
que se pueden derivar del ejercicio de 
sus actividades profesionales en esta 
materia. 

Para facilitar la comprensión de los 
resultados se ha estructurado la infor-
mación de las sentencias de la misma 
manera. 

Hay dos tipos de fi chas, según se trate 
de sentencias de ámbito civil o penal:
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Sentencias penales

DATOS BÁSICOS
Fecha: Fecha en que se ha publicado la sentencia.
Marginal: Código que identifi ca la sentencia.
Órgano resolutorio: Instancia donde se ha resuelto la sentencia.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo penal: Jurisdicción. 
Sujeto activo: Persona física que ejecuta materialmente la acción o hecho 
que está tipifi cado en el Código Penal.
Sujeto pasivo: Sujeto que tiene sus derechos o intereses protegidos por el 
Código Penal. Es quien sufre los efectos de la acción.

Coacusados: Aquellos que comparten la ejecución de los hechos contribu-
yendo a la ejecución con aportaciones de igual importancia que la acción 
(dominio material) o bien cuando hay una distribución de las funciones 
entre los coacusados para realizar conjuntamente la acción o hecho (do-
minio funcional).  

Hechos: Acción real que ha pasado en un espacio temporal en el que con-
curren los elementos que componen el delito particular. 
Conexión acción/hechos:Para que se reconozca un resultado como resul-
tado penal, ha de haber una relación entre el resultado y la causa, es decir, 
la acción ha de ser la causa del resultado. 

Fundamentos de derecho 
Argumentos de la sentència

Resolución 
Resultado de la sentencia
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Sentencias civiles

DATOS BÁSICOS
Fecha: Fecha en que se ha publicado la sentencia.
Marginal: Código que identifi ca la sentencia.
Órgano resolutorio: Instancia donde se ha resuelto la sentencia.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo civil: Jurisdicción.
Actor: Aquel que formula una pretensión delante del órgano jurisdiccional 
pidiendo la tutela judicial en considerarse perjudicado por un hecho.  

Demandados: Aquellos a quienes se dirige la pretensión ejercitada por con-
siderarse responsable de un hecho.

Codemandados: Sujetos a los que también se les dirigen la pretensión, su-
jetas que conforman la demanda. 

Hechos: Acción real que ha sucedido en un espacio temporal, que el que 
concurren todos los elementos que se pueden considerar como causantes 
de los daños. 

Conexión acción/hechos: Relación de causalidades existentes entre la con-
ducta del demandante y el daño causado o papel que he tenido esta con-
ducta a generador en la producción de este daño. 

Fundamentos de derecho 
Argumentos de la sentència

Resolución 
Resultado de la sentencia
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4. Análisis de las sentencias

4.1. Sentencias penales de la Audiència Provincial

SENTENCIA 1
4 de octubre de 2005,  Audiencia Provincial de Barcelona, sección 3a.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 4 de octubre de 2005.
Marginal: EDJ 257395.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 3ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: técnico en seguridad y prevención.
Sujeto pasivo: trabajador.
Coacusados: jefe de taller.  
Hechos: Accidente causado por una máquina en la empresa ELECTRO-
LUX ESPAÑA S.A. con trabajador accidentado y lesionado (la sentencia 
dictada en apelación no específi ca más). 
Conexión acción/hechos:Absuelve a ambos acusados condenados, en 
primera instancia, por considerar que no existe relación de causalidad 
entre las funciones que asumían los mismos en la empresa y el acciden-
te ocurrido.
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Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: concurrencia del delito contra la seguridad 
en el trabajo del art. 316 y de lesiones imprudentes del art. 152.

La sentencia dictada en segunda instancia analiza, en primer lugar, si puede 
entenderse que concurren los requisitos del delito contra la seguridad de los 
trabajadores en su modalidad dolosa del art. 316. Al respecto considera que, 
de la prueba practicada, se desprende que el accidente se produjo por falta de 
un mantenimiento adecuado de la máquina que hubiera evitado la rotura por 
desajuste de sus elementos y, en consecuencia, el accidente.

Establece que el art. 316 se basa en la seguridad en el trabajo, en cuanto a 
que procura por la protección de la vida, la salud y la integridad de los tra-
bajadores. Dicho artículo debe ser completado con las disposiciones de la Ley 
31/95 de 8 de noviembre y la normativa complementaria sobre seguridad en 
el trabajo en cada sector.

Se concluye, con relación al supuesto estudiado que la máquina que provocó 
el accidente disponía de las medidas de protección para evitar el riesgo de 
accidentes y que el accidente se produjo por una falta de mantenimiento ade-
cuado. Resulta evidente que esta fue la causa que puso en peligro la integridad 
física del trabajador lesionado, tal como prevé el art. 316 y que según el art. 14 
de la Ley 31/95 la obligación del empresario (no acusado en este caso) es la 
de garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores en todos los aspectos 
relacionados con el puesto de trabajo. Por lo tanto, existe también infracción 
de la normativa laboral según el art. 316.

Por todo ello se estima que concurren todos los requisitos del delito contra la 
seguridad en el trabajo del art. 316, y asimismo, al haberse producido un re-
sultado lesivo para el trabajador también se ha cometido el delito de lesiones 
imprudentes previsto en el art. 152.

Fundamento de derecho segundo: sobre la responsabilidad penal de quien os-
tentaba las funciones de jefe de taller. Análisis del art. 318.

La sentencia dictada en primera instancia por el Juzgado de lo Penal condena a 
Emilio como autor de ambos delitos, ostentando, en el momento de los hechos, el 
cargo de jefe de taller donde estaba la máquina en que se produjo el siniestro.

La sentencia explica que el delito contemplado en el art. 316 es únicamente 
atribuible a las personas “legalmente obligadas a facilitar medios” de protec-
ción para que los trabajadores desempeñen su actividad con las garantías de 
seguridad adecuadas, siendo el empresario el autor principal del delito. Ahora 
bien, el art. 318 establece que cuando se trate de personas jurídicas, dicha 
responsabilidad se extenderá a los administradores o encargados del área con-
creta donde se produce la infracción de las normas de seguridad en el trabajo, 
así como a todos aquellos que, conociendo el riesgo no adopten las medidas 
necesarias para evitarlo. Por ello, aunque no sean empresarios, responderán 
como autores todos aquellos que en el organigrama de la empresa tengan fun-
ciones en las que se vean implicadas la seguridad en el trabajo y gocen de las 
facultades y los medios necesarios para adoptar las medidas adecuadas para 
evitar riesgos laborales.
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Sobre la base de lo anterior la sentencia dictada absuelve a Emilio en su condición de jefe 
de taller por los delitos por los que fue condenado en primera instancia, al considerar que 
la empresa tenía un departamento de mantenimiento al frente del cual se encontraba un 
responsable a quien correspondía adoptar las decisiones sobre el mantenimiento de esa má-
quina. En ningún caso consta que Emilio tuviera atribuidas alguna de estas funciones de 
mantenimiento, ni consta que se encontrara en condiciones de decidir sobre tal cuestión. La 
condición de jefe de taller no le sitúa en posición de garante y por ello no puede responder 
del delito al amparo del art. 318.

Fundamento de derecho tercero: sobre la responsabilidad del técnico en prevención de ries-
gos laborales.

También Andrés, en su condición de técnico en prevención de riesgos laborales de la empre-
sa, es condenado en primera instancia como autor de los dos delitos. Nuevamente el Tribu-
nal en apelación le absuelve. La sentencia dictada en apelación considera que, conforme a la 
legislación laboral, la autoría de este tipo de delitos se extiende en ocasiones a los técnicos 
en prevención de riesgos a quienes el art. 31 de la Ley 31/95 atribuye una serie de funciones 
en el ámbito de la prevención de riesgos laborales. En el presente caso estamos hablando de 
una falta de mantenimiento de la máquina causante del accidente, por lo que no se puede 
entender infringido el art. 31 de la mencionada Ley. El control sobre el mantenimiento de 
la máquina no correspondía al técnico en prevención, ni consta que tuviera que prevenir su 
estado. En consecuencia no se constata la infracción del deber de cuidado por parte de este 
técnico, ni que conociera la previsión del riesgo ni que lo hubiera podido evitar. Procede por 
ello absolverle de los dos delitos.

Resolución: 

Absuelve a ambos acusados, jefe de taller y técnico en prevención de riesgos laborales, de 
los delitos contra los derechos de los trabajadores del art. 316 y de lesiones imprudentes del 
art. 152 a los que fueron condenados en primera instancia.

SENTÈNCIA 2
28 d’octubre de 2005, Audiencia Provincial de Barcelona, secció 6a.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 28 de octubre de 2005.
Marginal: EDJ 2005/279958.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 6ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: arquitecto técnico encargado de la coordinación de seguridad y 
salud y de la dirección de la ejecución de la obra.
Sujeto pasivo: trabajador de la construcción.

Coacusados: encargado de obra, compañía aseguradora MUSAAT como respon-
sable civil directa y Patronato Municipal de la Vivienda de Barcelona como res-
ponsable civil subsidiario.  
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Hechos: El día 14 de septiembre de 1998, Pedro, encofrador por cuen-
ta de la empresa TORA ESTRUCTURAS S.L. se encontraba picando 
un pilar muy próximo al límite exterior de la tercera planta de la 
obra que se estaba ejecutando, en el Paseo Santa Coloma núm. 55 
de Barcelona de la que era adjudicataria la mercantil ESTRUCTURAS 
ANTARES S.L. que había subcontratado con TORA la ejecución de la 
estructura de hormigón y pactado, contractualmente, que sería la 
empresa subcontratada la responsable de cuantas medidas de se-
guridad resultaran legal y reglamentariamente de obligado cum-
plimiento.

Pedro cayó al vacío desde la tercera planta, al carecer de cinturones 
y redes de seguridad.

En aquél momento, el acusado, Carlos José, ejercía las funciones de 
encargado de obra responsable de la empresa TORA, y no verifi có 
el cumplimiento de las medidas de seguridad para el trabajo que 
estaba llevando a cabo el trabajador accidentado. Carlos José tenía 
concertada póliza de seguro con la compañía MUSAAT en su condi-
ción de aparejador, profesión que no ejercía en esta obra.

El otro acusado, Eduardo, asegurado en la compañía MUSAAT des-
empeñaba funciones de aparejador del Patronato Municipal de la 
Vivienda y tampoco procedió a comprobar que se cumplieran es-
trictamente las medidas de seguridad.

Como consecuencia de la caída, Pedro sufrió lesiones graves que tar-
daron 289 días en curar, habiendo estado hospitalizado durante 18 
días, quedándole como secuelas: bloqueo de la sensibilidad del pri-
mer y segundo dedos de la mano derecha y cicatrices en antebrazo 
derecho y en las dos muñecas.

Conexión acción/hechos:El accidente sufrido por Pedro fue conse-
cuencia de la ausencia de medidas de seguridad en la obra, imputa-
bles a ambos acusados en su condición de jefe de obra y coordinador 
de seguridad, que como tales, incumplieron su deber de vigilar que 
se facilitaran y se utilizaran correctamente los medios necesarios 
para garantizar la seguridad de los trabajadores en la obra.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho segundo: análisis de la normativa aplicable en rela-
ción con el arquitecto técnico y coordinador de seguridad y salud en la obra. 
Estudio sobre la comisión del delito contra la seguridad de los trabajadores en 
su modalidad imprudente del art. 317.

La sentencia dictada en primera instancia es recurrida por Eduardo, arquitecto 
técnico del Patronat Municipal de l’Habitatge de Barcelona que desempeñaba 
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las funciones de coordinador de seguridad y salud de la obra y director de 
ejecución de la obra, por los siguientes motivos:

- Considerar que no infringió las obligaciones correspondientes al coordi-
nador de seguridad y salud.

- Que los hechos no son constitutivos de un delito contra la seguridad de 
los trabajadores.

- Que la imprudencia que integra el delito de lesiones no fue grave sino 
leve.

- Que la imprudencia no puede ser califi cada de imprudencia profesional a 
los efectos de imposición de la pena de inhabilitación para la profesión.

En primer lugar se analiza si Eduardo infringió las obligaciones correspon-
dientes al coordinador de seguridad. Para conocer cuales son tales obligacio-
nes recuerda la sentencia dictada por la Audiencia la normativa aplicable al 
caso:

A) El art. 316 castiga a aquellos que “con infracción de las normas de pre-
vención de riesgos laborales, y estando legalmente obligados, no faciliten 
los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad 
con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan 
así en peligro grave su vida, salud e integridad física”. Cuando estos hechos 
se atribuyan a personas jurídicas, el art. 318 establece que la pena se im-
pondrá a los administradores o encargados del servicio que hayan sido res-
ponsables y a quienes conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran 
adoptado medidas para ello.

Como se desprende del contenido de estos artículos, será necesario acudir, 
en cada caso, a las normas de prevención de riesgos laborales para deter-
minar cuáles son los medios necesarios para garantizar la seguridad de los 
trabajadores, si tales normas se han infringido y quiénes están legalmente 
obligados a facilitarlos.
 
B) Tales normas de prevención de riesgos laborales, vendrán integradas se-
gún el propio art. 1 de la Ley 31/95 de prevención de riesgos laborales por 
la propia ley y por todas las disposiciones que la completan o desarrollan, 
principalmente al sector de la actividad y a los colectivos que intervienen 
en la ejecución de una actividad laboral determinada.

C) A su vez, del art. 14 y concordantes de la Ley de prevención de riesgos 
laborales deriva un conjunto de obligaciones entre las que se encuentran: 
evaluar los riesgos laborales existentes, garantizar la seguridad de las má-
quinas, equipos, herramientas e instalaciones y proporcionar equipos de 
protección, informar y formar a los trabajadores en materia de seguridad, 
crear una organización preventiva, vigilar el cumplimiento efectivo de las 
medidas previamente previstas y paralizar la actividad laboral en caso de 
riesgo grave e inminente, coordinar la actividad preventiva en los supues-
tos de contratas y subcontratas, y documentar y notifi car las actuaciones 
preventivas.
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D) El primero de los problemas interpretativos que plantean los art. 316 y 
317 es el de determinar si la obligación genérica de “facilitar los medios ne-
cesarios” debe o no identifi carse con el conjunto de obligaciones concretas 
de seguridad previstas en el art. 14 de la LPRL, y en segundo lugar, quién es 
en cada caso el “sujeto legalmente obligado” a cumplir con el deber de facili-
tar los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad 
en las debidas condiciones de seguridad.

En este caso, y dado que se está analizando la responsabilidad del arquitecto 
técnico director de la ejecución de la obra y coordinador de seguridad, debe 
recurrirse a la normativa sectorial contenida en concreto en las siguientes nor-
mas:

1) RD 1627/24 de octubre sobre las disposiciones mínimas de seguridad y 
salud en las obras en construcción, y 2) Decreto 265/71 por el que se regulan 
las facultades y competencias profesionales de los Arquitectos Técnicos. No se 
aplica en este caso el RD 171/04 de 30 de enero en materia de coordinación 
de actividades empresariales ya que no estaba vigente al tiempo de ocurrir los 
hechos.

Según el RD 1627/24 y en lo que aquí nos interesa:

1) En las obras en construcción en cuya ejecución intervenga más de una 
empresa, antes del inicio de los trabajos, el promotor deberá designar un 
coordinador en materia de seguridad y salud durante la ejecución de la obra, 
si bien ello no eximirá al promotor de sus responsabilidades (art. 3)

2) En la fase de redacción del proyecto deberá elaborarse un estudio de se-
guridad y salud o bien un estudio básico de seguridad y salud en el que se 
contendrá un pliego de condiciones expresivo de los riesgos laborales y de 
las medidas preventivas y protecciones técnicas tendentes a controlar y re-
ducir riesgos, así como las prescripciones que habrán de cumplir en relación 
con los equipos preventivos (art. 4, 5 y 6).

3) El estudio de seguridad y salud deberá ser elaborado por el técnico com-
petente designado por el promotor y cuando exista un coordinador en mate-
ria de seguridad durante la ejecución del proyecto, le corresponderá a éste 
elaborar o hacer que se elabore dicho estudio bajo su responsabilidad (art. 5 
y 6) En aplicación del estudio de seguridad y salud, el contratista elaborará 
un plan de seguridad y salud donde se desarrollen y complementen las obli-
gaciones contenidas en aquél y que deberá ser aprobado por el coordinador 
en materia de seguridad y salud.

4) Corresponden en esencia al coordinador en materia de seguridad y salud 
las siguientes obligaciones (art. 9, 10): la aprobación del plan de seguri-
dad y la coordinación de los distintos agentes que intervienen en la obra. 
Asimismo (art. 14) está facultado para, en circunstancias de riesgo grave e 
inminente para la seguridad de los trabajadores por incumplimiento de las 
medidas de seguridad y salud disponer la paralización de los trabajos.

5) En cuanto a los contratistas y subcontratistas (en tanto también están im-
plicados en el accidente estudiado) sus obligaciones se regulan en el art. 11.
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Recuerda asimismo la sentencia que la normativa en la materia no se agota 
aquí y que entre las disposiciones que regulan las funciones y competencias 
de los arquitectos técnicos también encontramos la Ley 38/99 de 5 de no-
viembre sobre ordenación de la edifi cación y la Ley 12/1986 de 1 de abril que 
regula las atribuciones profesionales de los arquitectos técnicos e ingenieros 
técnicos. 

De una lectura conjunta de esta normativa se desprende que las obligaciones 
que corresponden al promotor de una obra en relación con la seguridad en el 
trabajo se atribuyen al coordinador de seguridad (o a un determinado miem-
bro de la dirección facultativa cuando no sea preceptivo el nombramiento de 
un coordinador de seguridad), que puede ser aparejador o arquitecto técnico, 
en cuya normativa específi ca se prevé la obligación de concretar los sistemas 
de protección y exigir el cumplimiento de las disposiciones vigentes sobre se-
guridad en el trabajo, como manifestación de las competencias del ingeniero 
técnico en los casos en que asuma la coordinación de la seguridad.

Debe determinarse, a continuación, a qué personas físicas concretas corres-
ponde el cumplimiento de las obligaciones en materia de seguridad y salud 
laboral cuando la Ley las atribuye al “empresario”, “promotor”, “contratista”, 
etc., y éste es una persona jurídica, ya que si bien en el ámbito de la responsa-
bilidad administrativa las entidades mercantiles pueden ser sancionadas, no 
ocurre lo mismo en el ámbito penal donde sólo las personas físicas pueden ser 
autoras de un delito y castigadas con las penas que prevé el Código Penal. En 
estos casos hay que acudir al art. 318 y a los criterios generales de la delega-
ción de competencias o funciones.

Así, en el supuesto estudiado, la conclusión alcanzada es que el encargado de 
la obra es responsable de los hechos porque se le habían delegado las obli-
gaciones sobre equipos de protección correspondientes al contratista, y por 
su parte, el arquitecto técnico es responsable por cuanto había asumido la 
función de coordinador de seguridad y en base a la normativa anteriormente 
expuesta. Ambos infringieron sus obligaciones en la materia.

Sin embargo la sentencia dictada en apelación por la Audiencia Provincial, si 
bien les condena como autores del delito de lesiones imprudentes, les absuelve 
por el delito contra la seguridad de los trabajadores del art. 317 a que fueron 
condenados en primera instancia. La jurisprudencia viene manteniendo ya de 
forma consolidada que para que sea posible la condena por el delito contra la 
seguridad de los trabajadores en su modalidad dolosa (art. 316) ya en su moda-
lidad imprudente (art. 317), es necesario que la falta de medidas de seguridad 
que ha sido causa del accidente haya puesto en peligro la vida o la integridad 
física, no solo del trabajador accidentado, sino también de otros trabajadores 
que desempeñen sus labores en el centro de trabajo, de manera que en el caso 
de que esto no quede probado no podrá aplicarse condena por los dos delitos, 
esto es el de peligro contra la seguridad de los trabajadores (art. 316, 317) y el 
de resultado (lesiones u homicidio imprudente), ya que por aplicación del art. 
8.2 del Código Penal, sólo podrá condenarse el resultado de lesión, por lo que 
quedará desplazada la condena del delito de peligro. Y esto es lo que ocurre 
en el presente supuesto, en que no ha quedado probado que, con su conducta 
infractora, los acusados, además de la integridad física del trabajador acciden-
tado, causaran un peligro para otros trabajadores, por lo que únicamente son 
condenados por el delito de lesiones imprudentes del art. 152.
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Fundamento jurídico tercero: analiza si la imprudencia del arquitecto técnico 
debe ser califi cada como grave a efectos de integrar el delito de lesiones del 
art. 152, y como profesional a los efectos de aplicación de la pena de inhabilita-
ción para el ejercicio de la profesión.

Tal y como se ha dicho anteriormente corresponde al coordinador de segu-
ridad el deber de vigilar que se proporcionen y se utilicen correctamente las 
medidas de protección individual y colectiva de los trabajadores. Es evidente 
que el coordinador de seguridad no puede vigilar a cada uno de los trabajado-
res, pero el hecho de que no impida que se realicen labores de encofrado en la 
tercera planta del edifi cio, sin las oportunas medidas de protección colectiva, 
comporta la infracción de una norma esencial de cuidado por el riesgo que 
ello conlleva, la importancia de los bienes jurídicos que se ponen en peligro y 
porque quien infringe el deber de vigilancia es un sujeto cuya diligencia había 
sido tomada como referencia para confi gurar el deber de vigilancia de otros 
garantes de la seguridad de los trabajadores, como el promotor, el director de 
la obra o los representantes de los trabajadores. De esta manera, la fi gura del 
coordinador de seguridad comporta una disminución de la diligencia que se 
exige a otros sujetos para controlar los riesgos que amenazan a los trabajado-
res. En este caso, fue el riesgo creado por Eduardo (arquitecto técnico) y Car-
los José (encargado de obra), infringiendo sus deberes esenciales de cuidado, 
el que se materializó en las lesiones sufridas por el trabajador, y por ello la 
imprudencia debe califi carse como grave.

Además, el deber de cuidado infringido por Eduardo, está directamente re-
lacionado con su actividad profesional, lo que justifi ca que su imprudencia 
deba califi carse como profesional y se le imponga la pena de inhabilitación 
especial para el ejercicio de la profesión. Ahora bien, la sentencia dictada en 
primera instancia le condena a la pena de inhabilitación para el ejercicio de 
la profesión de aparejador. La sentencia dictada en apelación considera que la 
imposición de dicha pena debe circunscribirse a las labores que se ejercieron 
incorrectamente al cometer el delito y que guarden relación con el mismo y 
con el bien jurídico afectado. Se trata de negar la facultad de ejercer unas la-
bores que se ejercieron incorrectamente al cometer el correspondiente delito, 
para impedir que la lesión del bien jurídico afectado por el mismo se repita 
durante un determinado periodo de tiempo. En defi nitiva, debe entenderse 
que la necesaria relación de la pena de inhabilitación especial con el delito co-
metido comporta que, si existieran facetas de la profesión del condenado que 
no guardan relación con el delito cometido y el bien jurídico afectado, no po-
drán verse afectadas por la pena de inhabilitación especial impuesta. Por ello, 
en este caso, la pena de inhabilitación especial no abarca todas las facetas del 
ofi cio de arquitecto técnico o aparejador sino sólo las que se refi eren al coor-
dinador de seguridad, y esto comporta que el arquitecto técnico solo podrá 
desempeñar su profesión cuando no guarde relación directa con la seguridad 
de los trabajadores.

Fundamento jurídico séptimo: sobre la responsabilidad civil subsidiaria del 
Patronato Municipal de la Vivienda. 

Si bien por el Patronato Municipal de la Vivienda se discute su responsabilidad 
civil subsidiaria, la sentencia dictada mantiene que debe ser condenado a ella 
en virtud del art. 120.4 del Código Penal con arreglo al cual son civilmente 
responsables en defecto de los que lo sean criminalmente: 
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Las personas naturales o jurídicas dedicadas a cualquier género de industria o 
comercio, por los delitos o faltas que hayan cometido sus empleados o dependien-
tes, representantes o gestores en el desempeño de sus obligaciones o servicio. 

Este artículo solo exige que el delito se haya cometido en el marco de la ac-
tividad de la empresa y exista una relación jurídica entre ésta y el autor del 
delito. Si se da esta condición, debe predicarse la responsabilidad, puesto que 
su fundamento se encuentra en la culpa in eligendo.

Resolución:

Condena a Carlos José y a Eduardo como autores de un delito de lesiones im-
prudentes del art. 152.1.2º y 3º del Código Penal, concurriendo la atenuante 
analógica de dilaciones indebidas, a la pena, a cada uno de ellos, de 1 año de 
prisión. Además se condena a Carlos José a la pena de inhabilitación especial 
para el ejercicio de la profesión de encargado de obra durante un año y a 
Eduardo a la pena de inhabilitación especial durante un año para cualquier 
actividad que implique el ejercicio de la profesión de arquitecto técnico cuyo 
ejercicio incorrecto pueda suponer la creación o no-contención de un peligro 
para la salud o integridad física de los trabajadores.

Les absuelve del delito contra la seguridad de los trabajadores del art. 317 del 
que habían sido condenados en primera instancia.

Condena a ambos acusados a indemnizar conjunta y solidariamente al traba-
jador accidentado en las sumas de: 781 euros por los días de hospitalización, 
5.940 euros por el tiempo de curación de sus lesiones y 150.000 euros por las 
secuelas, con los intereses legales, siendo responsable civil directa la compa-
ñía MUSAAT respecto de Eduardo.

TORA ESTRUCTURAS S.L. y el Patronato Municipal de la Vivienda responde-
rán de dichas sumas como responsables civiles subsidiarios.

SENTENCIA 3
14 de noviembre de 2005, Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 

DATOS BÁSICOS
Fecha: 14 de noviembre de 2005.
Marginal: EDJ 2005/331219.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 6ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: arquitecto y arquitecto técnico encargado de la di-
rección técnica de la obra.
Sujeto pasivo: trabajador de la construcción.
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Coacusados: legal representante de la empresa promotora, adminis-
trador único de la empresa subcontratada para las obras de derribo, 
jefe de obra y vigilante de seguridad. Compañías aseguradoras.  

Hechos: Accidente en obra en construcción. El siniestro se produce 
mientras se están llevando a cabo obras de derribo de una parte del 
suelo, en la segunda planta, utilizando un martillo neumático. El piso 
se desploma por colapso incontrolado arrasando la pared de carga, y 
provocando el hundimiento del piso. Como consecuencia el trabaja-
dor sufrió politraumatismo grave con amputación traumática de la 
extremidad inferior izquierda, fractura de fémur derecho, shock trau-
mático con hipovolemia y otras lesiones de índole menor. 

Conexión acción/hechos:El accidente se produjo por falta de un plan 
previo sobre seguridad y salud a la hora de ejecutar el derribo. Tanto 
la empresa principal como la subcontratada recurrieron a la impro-
visación, sin prever una protección adecuada del trabajador quien, 
pese a llevar, en el momento del accidente, el cinturón de seguridad 
anclado, de nada le sirvió para evitar la caída puesto la cuerda que le 
unía al anclaje era demasiado larga y no le sostuvo en el aire cuando 
se precipitó al vacío.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho quinto: sobre la responsabilidad penal de la arquitec-
ta directora de la obra como autora del delito contra la seguridad de los traba-
jadores en su modalidad imprudente del art. 317. Exime de responsabilidad al 
arquitecto técnico.

La sentencia considera probado que Eugenia, la arquitecta encargada de la 
dirección técnica de la obra, es autora y responsable del delito contra la segu-
ridad de los trabajadores, ya que era la encargada, tanto de las obras en cons-
trucción proyectadas por la empresa promotora, como de las obras de derribo 
(correspondiéndole en solitario la dirección técnica de esta fase de derribo) y 
asumió la obligación de permanencia presencial durante la ejecución de di-
chas obras, como consta expresamente en el visado del colegio profesional 
donde se recoge la obligación de permanencia.

En su calidad de arquitecta directora de la obra asumió la dirección del pro-
yecto de derribo, así como la preceptiva elaboración del estudio de seguridad 
con una memoria y un pliego de condiciones que, según la normativa laboral 
aplicable (art. 4, 5 y 6 RD 1627/1997) debía contener los riesgos laborales 
y las medidas preventivas y protecciones técnicas tendentes a controlar y re-
ducir dichos riesgos. Igualmente correspondían a la arquitecta (al no haber 
nombrado coordinador para los trabajos de derribo y en aplicación del art. 7.2 
del RD mencionado) las obligaciones que se establecen en el art. 10 del RD, 
especialmente en el apartado d): 
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El mantenimiento, el control previo a la puesta en servicio y el control perió-
dico de las instalaciones y dispositivos necesarios para la ejecución de la obra, 
con objeto de corregir los defectos que pudieran afectar a la seguridad y salud 
de los trabajadores.

 
Y la decisión prevista en su art. 14 del RD que dice: 

Ante la observación del incumplimiento de las medidas de seguridad y salud, 
hay que advertir al contratista, quedando este facultado para que, en situacio-
nes de riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores, 
disponga la paralización de los trabajos o de la totalidad de la obra. 

A continuación analiza en la sentencia si dichas obligaciones fueron cumpli-
das por Eugenia, llegando a una conclusión negativa. Según el informe elabo-
rado por los Inspectores de Trabajo se observa una defi ciencia en la memoria 
y el incumplimiento de permanencia en la obra donde, si hubiera estado 
presente, hubiera podido adoptar las medidas de corrección adecuadas y dar 
cuenta de los hechos, al contratista.

La sentencia interpreta el término “facilitar medios” del art. 316 en el sentido 
amplio incluyendo, no sólo los supuestos en que no se facilitan los equipos de 
protección o las medidas de mantenimiento en buen estado de máquinas y 
herramientas, sino también en el incumplimiento de dotar a los trabajadores 
de información y formación sufi ciente en materia de prevención de riesgos 
laborales.

En este caso, la memoria realizada por la acusada sólo establece -en unos 
trabajos peligrosos como son los de derribo- que “se realizarán por medios 
manuales dejando la edifi cación a nivel del suelo” sin especifi car cuales son 
las herramientas ni el procedimiento a seguir. Los trabajadores no tuvieron 
ninguna información sobre la forma correcta en que debían efectuarse estas 
tareas ni como evitar los riesgos que comportaban. En ningún caso puede 
declarase la ausencia de responsabilidad de la acusada, pues -concluye la sen-
tencia- debía realizar una memoria correcta sobre los riesgos de los trabajos 
a realizar, visitar la obra dando instrucciones sobre el plan a seguir y advertir 
al contratista del incumplimiento de las medidas de seguridad adecuadas, 
exigiendo su observación o, en su caso, la paralización de la obra. Todas estas 
obligaciones constituyen el garante de la vida y la salud de los trabajadores 
y su infracción determina la posibilidad de generar un peligro grave para 
los mismos, por lo que debe predicarse su responsabilidad como autora del 
delito.

Finalmente, en cuanto al arquitecto técnico, el Tribunal le absuelve de res-
ponsabilidad penal por estos hechos, por cuanto, si bien venía siendo acu-
sado, se considera que únicamente había sido contratado para la obra en 
construcción pero no para el derribo.

Fundamento de derecho sexto: sobre la califi cación de las lesiones por impru-
dencia grave del art. 152.1.2.

La acusada cuestiona la califi cación de las lesiones imprudentes como resul-
tantes de una imprudencia grave o leve. En este sentido la sentencia no tiene 
ninguna duda de la califi cación de la conducta de la acusada como grave. 
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Considera que la ejecución de un trabajo peligroso como el que estaba reali-
zando el trabajador accidentado, en circunstancias del más absoluto desprecio 
por las mínimas medidas de cautela, desbordó el marco de las normas específi -
cas en materia de seguridad. El diseño de las medidas de cautela correspondía 
a la arquitecta, quien asumió, no sólo el plan de seguridad, sino también el 
deber de permanencia y dirección de la ejecución, no adoptando, fi nalmente, 
las medidas correctoras, hecho que supone asumir y consentir un riesgo. La 
acusada se limitó a una defi citaria observancia general o testimonial de las 
medidas de seguridad que, por defi ciente, desbocó en el accidente. El Tribu-
nal considera que esta infracción de normas de cuidado sólo puede califi carse 
como grave, tanto por lo sencillo que era preverlas, como por no adoptar las 
medidas de seguridad para evitar el riesgo. 

Fundamento de derecho séptimo: aplicación a la arquitecta de la pena de in-
habilitación especial para el ejercicio profesional del art. 152.3.

El Tribunal considera que procede, en este supuesto, la aplicación de dicha 
pena a la acusada. Argumenta que la imprudencia profesional tiene su fun-
damento en la impericia de aquél que ostenta un título profesional que hace 
presuponer su competencia. Esa impericia puede ser debida tanto a la igno-
rancia como a la defectuosa ejecución de los actos propios de la profesión. 
Supone una vulneración de la “lex artis”3. En el presente supuesto está claro 
que Eugenia asume unas obligaciones con la promotora de las obras, única y 
exclusivamente, por razón de su titulación como arquitecta, y que ello supone 
el cumplimiento de una serie de obligaciones propias de su profesión (con-
cretadas en la normativa referente a la seguridad y salud de los trabajadores) 
que incumplió de forma evidente tanto en el momento de diseñar la memoria 
de derribos como en su ejecución, por falta de planeamiento de los trabajos a 
seguir. Únicamente, con la actuación ordinaria exigible a un arquitecto, podría 
haberse evitado el resultado ocurrido. Concluye diciendo que existió impru-
dencia profesional, no tanto por el error en la memoria, sino por la dejación, 
abandono y negligencia o descuido de la atención en la ejecución del derribo 
donde su presencia diaria le era exigible.

Resolución: 

Condena a Eugenia, en su función de arquitecta directora de la obra, como 
autora de un delito contra los derechos de los trabajadores en su modalidad 
imprudente del art. 317 en concurso ideal con un delito de lesiones impruden-
tes del art. 152.1.2, con la atenuante analógica del art. 21.6 a las penas de:

- Por el primero de los delitos: 4 meses de prisión que se sustituyen por 8 
meses de multa con una cuota diaria de 6 euros y arresto sustitutorio en caso 
de impago de la multa.
- Por el segundo de los delitos: 18 meses de prisión e inhabilitación especial 
para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena.
- En concepto de responsabilidad civil, deberá indemnizar solidariamente con 
los demás acusados, al trabajador lesionado en la suma de 18.000 euros. 
- La compañía aseguradora de Eugenia, ASEMAS, responderá directamente 
del pago de la indemnización dentro de los límites de su póliza.
- De forma subsidiaria responderá de la indemnización la empresa subcon-
tratada para el derribo.

3.  Literalmente del latín “Ley 
del arte”. Hace referencia 
a los criterios que rigen la 
buena práctica profesional 
o el conjunto de prácticas 
generalmente adecuades 
para ejercer una profesión 

correctamente.
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SENTENCIA 4
19 de enero de 2006, Audiencia Provincial de Barcelona, secció 3a.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 19 de enero de 2006.
Marginal: EDJ 2006/32207.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 3ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: director general, técnico en prevención de riesgos 
laborales y coordinador de seguridad.
Sujeto pasivo: trabajador.
Coacusados: No hay.

Hechos: Aprisionamiento de la mano derecha de un trabajador al 
manejar una máquina prensadora causándole lesiones consisten-
tes en amputación parcial de cuatro dedos de la mano.

Conexión acción/hechos:El accidente se produce como conse-
cuencia de la falta de medidas de seguridad en la máquina pren-
sadora, en concreto un defi citario sistema de protección ya que 
carecía del sistema de doble mando que hubiera sido sufi ciente 
para evitar el siniestro.

La sentencia también contiene pronunciamientos de condena respecto de Án-
gel Daniel como administrador único, jefe de obra y vigilante de seguridad 
de la empresa subcontratada para el derribo, quien es condenado como autor 
del delito de lesiones imprudentes del art. 152.1 y 2, y contra Joaquín, como 
persona que asumió la efectiva dirección de la obra de derribo por parte de 
la empresa subcontratada, que es condenado, tanto por el delito contra la 
seguridad de los trabajadores del art. 317, como por el delito de lesiones im-
prudentes del art. 152.1. 2.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho tercero: en este fundamento de derecho se anali-
zan diversas cuestiones: 1) concurrencia del delito contra la seguridad de los 
trabajadores en su modalidad dolosa del art. 316 y responsabilidad de am-
bos acusados en su calidad de director general de la empresa y técnica de 
prevención de riesgos laborales y coordinadora de seguridad, 2) análisis de 
la imprudencia de los condenados como grave y no leve. 3) califi cación de las 
lesiones.

Tanto Jesús, director general de la empresa, como Carolina, técnica en pre-
vención de riesgos laborales y coordinadora de seguridad, alegan el descono-
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cimiento de las medidas de prevención a adoptar en la máquina prensadora 
donde se produjo el accidente y que ambos eran totalmente ignorantes de la 
situación irregular de la máquina.

Frente a ello, el Tribunal conviene que ambos acusados, según el art. 316, en 
virtud de sus respectivos cargos, estaban legalmente obligados a facilitar los 
medios necesarios para que los trabajadores desempeñaran su actividad con 
las medidas de seguridad precisas. Ello se basa fundamentalmente en que el 
propio acusado, Jesús, manifestó en el acto del juicio estar al corriente del 
funcionamiento de la máquina e indicó que el accidente se produjo por el uso 
incorrecto de los instrumentos y por un sistema poco adecuado de protección 
de la máquina, que carecía de sistema de doble mando. También manifestó 
que estaba previsto modifi car la máquina.

Igualmente Carolina, la coordinadora de seguridad que estaba presente en la 
reunión del comité de seguridad y salud donde se analizó la planifi cación de 
las máquinas -entre ellas de las prensas- conocía, según sus propias manifes-
taciones, que la máquina estaba valorada como de riesgo medio. Por otro lado 
reconoció que unas de sus funciones eran las de gestionar evaluaciones de 
riesgos y pasar la información al comité. Por ello considera que ambos acusa-
dos tenían pleno conocimiento sobre el mal funcionamiento de la máquina y 
que no adoptaron las medidas necesarias que les eran exigibles para evitar el 
riesgo que se materializó en un resultado lesivo para el trabajador.

En segundo lugar analiza en el mismo fundamento jurídico la gravedad de la 
imprudencia cometida por los acusados, al pretender éstos que sea califi cada 
como leve sobre la base del informe del SAT que elaboró la evaluación del 
riesgo de la máquina concreta, clasifi cándolo como riesgo medio, es decir, que 
precisaba sólo atención.

En el informe de evaluación de riesgos, elaborado por un técnico en preven-
ción de riesgos laborales, se hace constar que la prensa en cuestión presenta 
riesgo asociado de aprisionamiento de frecuencia media, lo que signifi ca que 
dicha situación se puede presentar de una a dos veces por semana. También 
se especifi ca en el mismo que las consecuencias serían la lesión permanente o 
pérdidas por valor de 10 millones de pesetas. En cuanto a la probabilidad: no 
es extraño que suceda con una probabilidad del 50%. Magnitud: riesgo medio. 
Precisa atención.

Sobre la base de este informe la sentencia concluye que no puede hablarse de 
imprudencia leve, pues este riesgo medio del 50% de probabilidad no fue co-
rregida por los acusados, quienes no adoptaron medida alguna tendente a su 
evitación. Como consecuencia de ello se produjo el resultado lesivo. El informe 
de la Inspectora de Trabajo según el cual no consta que se utilizara un gancho 
o el doble mando, que hubieran resultado sufi cientes, corrobora lo anterior, 
ya que si se presionan los dos botones no hay posibilidad de que se produzca 
aprisionamiento.

La conclusión que alcanza la sentencia es que la imprudencia de los dos acusa-
dos es grave, pues conociendo el defi ciente funcionamiento de la máquina y el 
elevado porcentaje de riesgo, debieron adoptar la medida del doble botón y no 
diferirlo para una posterior planifi cación. Ello excluye la falta de imprudencia 
del art. 621.3 cuya aplicación se pretende por los acusados.
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Finamente se analiza en este fundamento jurídico si las lesiones producidas 
en el trabajador, consistentes en la amputación parcial de cuatro dedos deben 
ser incardinadas en el delito de lesiones del art. 149, sancionado con pena 
mayor, o bien en el delito del art. 150. Todo ello sobre la base de determinar 
si debe considerarse o no como miembro principal la amputación parcial de 
cuatro dedos. La conclusión a la que llega la sentencia es clara por cuanto 
considera que la mano derecha es un miembro principal, pues por su carácter 
de extremidad superior es indispensable para el desarrollo de la vida habi-
tual, que posee actividad funcional independiente y relevante para la vida y 
que ha quedado inutilizada. Por ello el tipo penal aplicable debe ser el del 
art. 152.1.2º referido al hecho de haber causado de manera imprudente las 
lesiones previstas en el art. 149 (referentes a la pérdida o inutilidad de un 
órgano o miembro principal) y sancionado con pena mayor.

Resolución: 

Condena a Jesús, en calidad de director general de la empresa como autor de 
un delito contra la seguridad de los trabajadores del art. 316 y como autor de 
un delito de lesiones imprudentes del art. 152.1.2º a las siguientes penas:

- Por el primero de los delitos, a 6 meses de prisión y accesoria de inhabili-
tación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la 
condena y 6 meses de multa con una cuota diaria de 6 euros, con 90 días 
de prisión en caso de impago.

- Por el segundo de los delitos, a un año de prisión y accesoria de inhabili-
tación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la 
condena.

Condena a Carolina, en calidad de técnica en prevención de riesgos laborales 
y coordinadora de seguridad de la empresa como autora de un delito contra 
la seguridad de los trabajadores del art. 316 y como autora de un delito de 
lesiones imprudentes del art. 152.1.2º a las siguientes penas:

- Por el primero de los delitos, a 6 meses de prisión y accesoria de inhabili-
tación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la 
condena y 6 meses de multa, con una cuota diaria de 6 euros con 90 días 
de prisión en caso de impago.

- Por el segundo de los delitos, a un año de prisión y accesoria de inhabili-
tación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la 
condena.
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SENTENCIA 5
18 mayo de 2006,  Audiencia Provincial de Barcelona, sección 5a

DATOS BÁSICOS
Fecha: 18 de mayo de 2006.
Marginal: EDJ 2006/291554.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 5ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal.
Sujeto activo: técnico de prevención de riesgos laborales.
Sujeto pasivo: trabajador.

Coacusados: trabajador conductor del camión, titular de la empre-
sa de transportes para la que prestaba sus servicios el trabajador 
accidentado.

Hechos: Accidente por atropello en las instalaciones de la empresa 
SEAT. Francisco trabajaba como conductor de un camión para la em-
presa de transportes de Daniel y se le encargó que acudiera a las 
instalaciones de la empresa SEAT S.A. de la Zona Franca de Barcelona 
para recoger unos contenedores que se encontraban en los laterales 
de una explanada. Los vehículos debían colocarse en la parte central 
de la explanada para que los toros o carretillas mecánicas los pu-
dieran cargar en los contenedores, de manera que el conductor del 
camión, para realizar la operación, debía bajar de su cabina y abrir 
las puertas o retirar los toldos del vehículo para introducirlos. Abe-
lardo, empleado de SEAT, se dirigió a la explanada conduciendo un 
toro para llevar a cabo la carga. En un momento en que Abelardo ha-
bía cogido unos contenedores de una pila y retrocedía para sacarlos 
y llevarlos al camión fi jando la vista en la carga, atropelló a Francisco 
que se había situado detrás del toro, causándole lesiones que preci-
saron de tratamiento médico y quirúrgico y quedándole secuelas, de 
manera que como consecuencia de ello, no puede conducir durante 
trayectos muy largos, lo que supone una importante limitación para 
desempeñar su trabajo de camionero. 

En la fecha de los hechos José Francisco era técnico de seguridad en 
el centro de trabajo consistiendo sus funciones en evaluar riesgos, 
realizar auditorias y asesorar.

A la entrada de la planta se les entrega, a los camioneros, una hoja en 
la que se indica que durante la maniobra de la carretilla se manten-
gan alejados de ella y permanezcan en la cabina del camión. Igual-
mente en los talleres y en otros centros de carga y descarga había 
carteles que avisaban del peligro, pero no los había en la explanada.
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Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho segundo: analiza si la conducta del técnico de segu-
ridad y prevención puede integrar el delito imprudente contra la seguridad 
de los trabajadores del art. 317. 

La sentencia dictada en primera instancia condena a José Francisco, como 
técnico en prevención, por un delito contra la seguridad de los trabajado-
res en su modalidad imprudente. Por el contrario y en segunda instancia la 
Audiencia considera que no puede afi rmarse que el mismo haya cometido el 
dicho delito.

En realidad el delito del art. 317 es un delito de peligro que no requiere la 
producción de resultado alguno sino que basta que el agente con su conducta 
imprudente haya generado un peligro para la seguridad de los trabajadores 
sin que sea preciso que se cause de un daño. 

En este caso la condena del acusado José Francisco viene sustentada, única-
mente, por la circunstancia de que, si bien existían otras medidas de segu-
ridad, no había carteles en la explanada avisando del peligro. Pues bien, la 
Audiencia considera que este hecho aislado no puede sustentar su condena 
y debe ponerse en relación con otras circunstancias de las que resulta que se 
adoptaban otras medidas de seguridad (se entregaba personalmente a cada 
camionero una hoja en la que se indicaba que durante la maniobra de la 
carretilla debía mantenerse alejado de la misma y permanecer dentro del 
camión) La conducta del acusado no reviste la gravedad sufi ciente para inte-
grar el delito por el que fue condenado en primera instancia. Es cierto que las 
medidas de seguridad siempre podrían ser superiores a las adoptadas, pero es 
evidente que el delito requiere que la infracción de la norma de cuidado con-
tenida en las normas de prevención de riesgos laborales derive en un peligro 
serio y grave para la vida o integridad de los trabajadores.

En este caso el acusado había adoptado medidas de seguridad precisas para 
evitar ese riesgo: aviso personal y directo que se hacía a todos los camioneros 
desde que ingresaban en el centro de trabajo. El hecho de que no existieran 

Daniel no había realizado la evaluación de riesgos ni había impar-
tido a Francisco formación en materia de seguridad, por lo que fue 
sancionado por la Inspección de Trabajo.

SEAT S.A. tenía contratado un seguro de responsabilidad civil con 
HDI International Hannover que cubría, tanto la responsabilidad 
civil de los trabajadores de SEAT en su actuación profesional, como 
específi camente los daños ocasionados durante la carga y descar-
ga con carretillas elevadoras.

Conexión acción/hechos: Absuelve a ambos acusados por conside-
rar que su conducta no puede considerarse imprudente y que en la 
empresa se adoptaban sufi cientes medidas de seguridad en rela-
ción con el riesgo concreto que desembocó en accidente.
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carteles avisadores en la explanada (único hecho que se le puede imputar) no 
suponía ningún riesgo adicional. Por ello se considera que no concurren los 
elementos objetivos ni subjetivos del delito y, a lo sumo, podríamos hablar de 
infracción administrativa que ni siquiera fue apreciada por la Inspección de 
Trabajo después del accidente.

Resolución: 

La sentencia dictada en primera instancia condena a José Francisco (técnico 
de seguridad) como autor de un delito contra los derechos de los trabajadores 
en su modalidad imprudente del art. 317 y a Abelardo (conductor del toro) 
como autor de una falta de lesiones por imprudencia del art. 621.3.

En concepto de responsabilidad civil condenó a ambos acusados a indemnizar 
solidariamente al trabajador accidentado en la suma de 27.130 euros y a la 
compañía de seguros HDI HANNOVER INTERNATIONAL como responsable 
civil directa de dicha cantidad.

La sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Barcelona en apelación 
absuelve a ambos acusados del delito y de la falta a que fueron condenados, y 
en consecuencia, del pago de las responsabilidades civiles.

SENTENCIA 6
21 de febrer de 2007,  Audiencia Provincial de Tarragoma, sección 4a

DATOS BÁSICOS
Fecha: 21 de febrero de 2007.
Marginal: EDJ 2007/38522.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Tarragona, sección 4ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: técnico coordinador de seguridad.
Sujeto pasivo: trabajador de la construcción.
Coacusados: administrador de la empresa contratista, administra-
dor de la empresa subcontratista.  

Hechos: accidente sufrido por un trabajador de la construcción al 
precipitarse por el hueco de una escalera. El trabajador accidentado 
se encontraba instalando una plataforma de descarga para subir 
cemento desde la planta baja, para lo que decidió utilizar unos ta-
blones de encofrado que encontró en el suelo de la primera planta. 
Para ello, agarró el tablón por uno de los extremos y lo arrastró hacia 
el lugar donde quería instalar la plataforma sin percibirse que el 
tablón estaba destinado a cubrir un hueco de bajantes. Al no per-
catarse de la presencia del hueco, el trabajador se precipitó por el 
mismo cayendo al vacío hasta la planta baja y sufriendo lesiones.
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Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: analiza si existe en la conducta de los acu-
sados una vulneración de las normas en materia de seguridad.

Se analiza si la colocación de un simple tablón tapando un hueco de escalera 
satisface los fi nes primarios de prevención. El apelante (trabajador acciden-
tado) considera que, tanto desde una perspectiva normativa general, como 
en atención a planes específi cos de seguridad sólo el anclaje fi jo de los ele-
mentos de cobertura garantizaba adecuadamente la seguridad exigible, a lo 
que se suma la ausencia de información, al trabajador, de la disposición de los 
mecanismos de cobertura y la ausencia de señalización estática del peligro. 
Por el contrario, las defensas de los acusados argumentan que la colocación 
de un tablón de dimensiones sufi cientes para cubrir el hueco de la escalera 
satisfacía los objetivos de seguridad y por lo tanto la conducta de los acusa-
dos no vulneraba las normas de prevención, de manera que fue la conducta 
descuidada del trabajador la única causa del accidente.

Analizando estos argumentos la sentencia concluye que el accidente sufrido 
por el trabajador no puede ser considerado consecuencia del incumplimiento 
de los deberes de previsión que incumbía a los acusados en su condición de 
administradores de las empresas contratista y subcontratista ni al técnico en 
prevención de riesgos laborales.

Así, en el juicio se practicaron distintas pruebas periciales que coinciden en 
afi rmar que el tablón, por sus dimensiones, cubría el hueco y que fue la ac-
ción del trabajador al retirarlo la causa de que el hueco quedara destapado. 
Es cierto que faltaban anclajes fi jos en el tablón pero ello no es lo sufi ciente-
mente grave como para considerar que dicha conducta deba ser considerada 
delito, y en este sentido, dicha omisión ya fue califi cada como infracción 
grave en la vía administrativa. Para que dicha omisión entre en la órbita del 
derecho penal y pueda ser considerada como delito contra la seguridad de 
los trabajadores es preciso acreditar que los acusados han tenido una actitud 
interna de desprecio o de absoluta desatención de sus deberes de previsión y 
prevención de riesgos. En concreto les es exigible:

- Como deberes de cuidado externo, los de suministrar y observar las me-
didas de seguridad e higiene que reglamentariamente se establezcan así 
como el mantenimiento de las ya existentes.

- Como deberes de cuidado interno, los de advertir la presencia del riesgo de 
la acción concreta, mediante la exigencia de adecuación de la actividad desa-
rrollada por los trabajadores a las condiciones de seguridad obligatorias.

En este sentido, en el presente supuesto no puede afi rmarse: a) la existencia 
de incumplimientos graves e intencionales de deberes de cuidado externos, 

Conexión acción/hechos: el accidente no ocurrió por ausencia de 
medidas de seguridad ni se aprecia incumplimiento alguno de de-
beres en materia de seguridad.
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y b) el incumplimiento de deberes de cuidado interno, ya que ninguno de los 
acusados estuvo en condiciones de percibir que el trabajador estaba retirando 
el tablón que cubría el hueco de la escalera.

Si el tablón no hubiera estado colocado, o si, por sus dimensiones, resultara 
manifi estamente insufi ciente para cubrir el hueco, o si su retirada hubiera 
podido hacerse sin ningún esfuerzo o por un simple desplazamiento fortuito, 
estaríamos en el ámbito de la responsabilidad penal. Igualmente puede afi r-
marse que si alguno de los acusados hubiera observado la retirada del tablón 
por parte del trabajador permitiéndole operar en condiciones de seguridad 
defi citarias, dicho incumplimiento del deber interno sería también constitutivo 
de delito. Pero no fue así en el caso estudiado, ya que no existió incumplimien-
to intencional de las medidas de seguridad por un lado, ni por otro, se observó, 
por ninguno de los acusados, la retirada del tablón por el trabajador. 
Es cierto que si el tablón hubiera estado anclado el trabajador no hubiera caído 
por el hueco, pero no puede considerarse un incremento intolerable del riesgo 
por parte de los responsables de la seguridad y por ello no puede hablarse de 
delito.

La sentencia concluye diciendo que no puede afi rmarse de forma contundente 
que el trabajador sea responsable de sus lesiones por su acción voluntaria de 
retirada del tablón del hueco, pero tampoco puede concluirse la responsabili-
dad penal dolosa por incumplimiento de medidas de seguridad ni una grave 
infracción de deberes que justifi que la imputación del resultado producido a la 
conducta de los acusados. Los hechos por lo tanto están fuera de la órbita del 
derecho penal, todo ello sin perjuicio de que el trabajador accidentado ejercite 
las acciones civiles o laborales que considere oportunas.

Resolución: 

Absuelve a los acusados de los delitos de lesiones imprudentes y contra la se-
guridad de los trabajadores de que venían siendo acusados.

SENTENCIA 7
26 de febrero de 2007,  Audiencia Provincial de Barcelona, sección 2a

DATOS BÁSICOS
Fecha: 26 de febrero de 2007.
Marginal: EDJ 2007/36334.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 2ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: coordinador de seguridad.
Sujeto pasivo: trabajador.
Coacusados:  No n’hi ha
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Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: examina los requisitos para que una con-
ducta imprudente sea penalmente relevante y concluye que no se dan en la 
conducta del acusado.

Habiendo condenado, la sentencia dictada en primera instancia, al acusado 
como autor de un delito de homicidio imprudente del art. 142, considera la 
sentencia dictada en apelación por la Audiencia Provincial que los hechos 
realizados por el coordinador de seguridad no infringen norma de cuidado 
alguna que permita califi car su conducta como imprudente. En consecuen-
cia, el resultado producido –la muerte del trabajador, no puede imputarse 
a la conducta negligente del acusado. La conclusión se fundamenta en los 
siguientes motivos:

1) No hay infracción de norma de cuidado alguna por parte del acusado. 
Existía un plan de prevención de riesgos y se había hecho efectivo con cur-
sos e instrucciones precisas a los trabajadores. Es cierto que, tras la visita 
de la Inspección de Trabajo, posterior al accidente la empresa adoptó nue-
vas medidas de anclaje que aseguraban, mediante el establecimiento de la 
llamada “línea de vida” que el trabajador no pudiera caer al suelo como su-
cedió el día de autos. No obstante, existían medidas de seguridad y la con-
ducta del acusado no puede considerarse como gravemente imprudente.

2) A la producción del resultado contribuyó la conducta de terceros agen-
tes como la del conductor de la grúa y la del trabajador que dirigía los 
movimientos de esa grúa, así como otros factores externos como posibles 
defectos de origen de la autoválvula  y su incidencia en la producción del 
resultado.

Señala la sentencia que para que una conducta imprudente pueda ser penal-
mente relevante es necesario:

- La realización por parte del sujeto responsable de una conducta volun-
taria (activa o pasiva) que infrinja una norma de cuidado en la concreta 
actividad que se esté realizando, lo que, en este caso se concretaría en 

Hechos: accidente en obra en construcción. El siniestro se produce 
por la caída al vacío de un trabajador desde la plataforma donde se 
encontraba a la que estaba sujeto con cinturón a una autoválvula  
cuando le golpeó la pluma de la grúa, que conducía otro trabajador 
que pretendía retirar un transformador. La autoválvula  fue gol-
peada por la grúa y la partió haciéndola caer al suelo arrastrando 
al trabajador en la caída y causándole la muerte. 

Conexión acción/hechos: absuelve al acusado condenado en pri-
mera instancia por considerar que a la producción del accidente 
concurrieron multiplicidad de factores de modo que el resultado 
no se puede imputar única y exclusivamente a la conducta del acu-
sado, coordinador de seguridad.
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no proporcionar a los trabajadores las medidas de seguridad objetivamente 
adecuadas a la peligrosidad de la labor que estén llevando a cabo.

- Esta conducta podrá califi carse de imprudencia grave (y por lo tanto deli-
to) cuando se trate de una acción u omisión que no hubiera llevado a cabo 
el hombre medio diligente.

- Es necesario que se cause un resultado lesivo para la vida o la integridad 
personal.

- Que el resultado derive directamente de la conducta imprudente del suje-
to: que el riesgo creado por la conducta imprudente se haya materializado 
en el resultado y sea la causa del mismo (relación causa-efecto).

Por otra parte, el tipo penal del art. 316 (delito contra la seguridad de los tra-
bajadores) sanciona con pena, no sólo la infracción de las normas de preven-
ción de riesgos laborales, sino el hecho de no facilitar los medios necesarios 
para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguri-
dad e higiene adecuadas, de manera que pongan así en peligro grave su vida, 
salud o integridad física. Se trata pues de una conducta delictiva de peligro, ya 
que no es necesario que se produzca resultado lesivo alguno, y que en caso de 
concurrir con un delito de lesión como sucede en este caso (homicidio impru-
dente), deberá quedar acreditado que la conducta del sujeto haya creado un 
riesgo para la seguridad de otros trabajadores, no sólo del accidentado. Si ese 
peligro para los demás trabajadores no queda acreditado, no existirá el delito 
del art. 316.

Fundamento jurídico quinto: analiza la aplicación de los anteriores requisi-
tos al caso concreto alcanzando la conclusión de que no concurren.

Los hechos que han quedado probados acreditan que la precipitación del tra-
bajador desde la plataforma donde se encontraba, a la que estaba sujeto con 
cinturón a una autoválvula, se produjo al golpear la pluma de la grúa, con-
ducida a ciegas y siguiendo instrucciones de otro trabajador, la autoválvula, 
partiéndola y haciéndola caer al suelo arrastrando al trabajador, causándole 
la muerte.

Basándose a los anteriores hechos, por los que la sentencia, en primera instan-
cia condenó al coordinador de seguridad, entiende la Audiencia que procede la 
absolución por el delito de homicidio imprudente por los siguientes motivos:
La condena se fundamentó en el informe de la Inspectora de Trabajo y en 
el informe elaborado por el técnico de seguridad del “Centre de Seguretat i 
Condicions de Salut del Treballador”, que concluían que, el anclaje del traba-
jador a la autoválvula  no era correcto y que las medidas de seguridad eran 
inadecuadas para la realización de este tipo de trabajos. Pero también deben 
tenerse en cuenta otros extremos que se recogen en los mencionados informes 
que no permiten afi rmar que estamos ante una imprudencia por infracción de 
las normas de prevención de riesgos. Estos extremos son los siguientes:

a) En el acta levantada por la Inspección de Trabajo se hace referencia a 
otros factores que, probablemente, contribuyeron al resultado: en la auto-
válvula  existían fi suras y el conductor de la grúa no tenía visibilidad y era 
conducido por otra persona que le indicaba las maniobras.
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b) La Inspección de Trabajo levantó acta por considerar que la medida de 
seguridad adoptada (sujeción mediante cinturón de seguridad a autovál-
vula) no era sufi ciente para garantizar objetivamente la seguridad en la 
realización de las labores que el trabajador fallecido tenía asignadas, toda 
vez que dicha autoválvula  no constituía, en sí misma, un punto de anclaje 
seguro. Sin embargo, concluye la sentencia dictada en segunda instancia 
que el resultado producido podría atribuirse directamente a una impruden-
cia penal, si la muerte del trabajador hubiera tenido su causa exclusiva en 
un fallo del anclaje o del cinturón de seguridad que hubieran determinado 
la caída del trabajador. Ahora bien, el accidente no se produjo por la insufi -
ciencia de las medidas, sino que contribuyeron al mismo causas o factores 
externos, no previsibles, como la realización de conductas imprudentes de 
terceras personas y los posibles defectos de fabricación de la autoválvula.

c) Las medidas de prevención para el desarrollo normal del trabajo existían 
y se concretaban, no sólo en la obligación de sujeción a la autoválvula,  
sino en la prohibición, a los trabajadores, de permanecer en el campo de 
acción de la grúa cuando ésta estuviera maniobrando o en la trayectoria 
vertical de la carga en suspensión, y la prohibición de maniobrar sin tener 
visibilidad de la trayectoria de la carga, plan de seguridad elaborado por 
el acusado que fue ignorado por los trabajadores, tanto el fallecido como 
el que manipulaba la grúa como el que dirigía la maniobra, lo que para el 
acusado no era previsible y en consecuencia nada pudo hacer para evitar 
el accidente, puesto que, más allá de las medidas de seguridad adoptadas, 
no podía ser evitado por ninguna otra medida de prevención. Añade que la 
conducta del conductor de la grúa, del trabajador que le dirigía y del propio 
trabajador que permaneció en la plataforma cuando no debía, constituyen 
conductas gravemente infractoras de las normas de seguridad, que existían 
y de las cuales tenían conocimiento, a las que debe imputarse el falleci-
miento del trabajador. La conclusión es que al acusado, en su condición de 
coordinador de seguridad, sólo le era exigible evitar los riesgos que fueran 
previsibles, y no lo era que los trabajadores desoyeran las prohibiciones 
anteriormente referidas.

Fundamento jurídico sexto: inexistencia del delito contra la seguridad de los 
trabajadores del art. 316.

Concluye la sentencia que, consecuencia de lo anterior, es la imposibilidad de 
considerar que se ha cometido el delito del art. 316. Para apreciar la concu-
rrencia de este delito es necesario que se acredite que las medidas de seguri-
dad adoptadas eran insufi cientes y que generaban un riesgo grave para una 
pluralidad de trabajadores, lo que en el presente supuesto no se ha probado 
ya que el informe de la Inspectora de Trabajo se limita a sostener que la me-
dida adoptada (sujeción mediante cinturón a autoválvula) era insufi ciente y 
ello fue el motivo de levantar acta y sancionar en el ámbito laboral, pero no 
sufi ciente en el ámbito penal, en que la conducta debe ser más grave para 
poder ser califi cada como delito.

Resolución: 

Absuelve al acusado de los delitos a que fue condenado en primera instancia 
(delito de homicidio imprudente del art. 142.1 y 3 y delito contra la seguri-
dad de los trabajadores del art. 316).
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SENTENCIA 8
14 de diciembre de 2007,  Audiencia Provincial de Barcelona, sección 9a

DATOS BÁSICOS
Fecha: 14 de diciembre de 2007.
Marginal: EDJ 2007/344167.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 9ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: constructor, jefe de obra y arquitecto técnico encar-
gado de la coordinación de seguridad..
Sujeto pasivo: trabajador de obra en construcción.
Coacusados: arquitecto encargado de la dirección de la obra.
  
Hechos: Caída de un trabajador desde una planta de un edifi cio 
en construcción causándole la muerte. 

Conexión acción/hechos:La precipitación del trabajador acciden-
tado se produce como consecuencia de la ausencia de las medi-
das de seguridad colectivas e individuales.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho segundo: análisis de la concurrencia de los requisitos 
del art. 316.

La sentencia dictada analiza si en el presente supuesto concurren los requisi-
tos del art. 316, en concreto sobre si existió infracción de las normas de pre-
vención de riesgos laborales y no se facilitó a los trabajadores los medios de 
seguridad necesarios para el trabajo con las medidas de seguridad exigibles. 
Llega a la conclusión que ha quedado debidamente probado que en la obra 
no se adoptaron las medidas de seguridad exigibles, tanto individuales como 
colectivas, y muy concretamente éstas últimas ya que en el acceso a la planta 
desde donde se precipitó la víctima, no se hallaban señalizadas de forma cla-
ra la prohibiciones adecuadas ni otras medidas que impidieran su acceso, de 
forma efectiva.

Dicha afi rmación se basa, principalmente, en el informe elaborado por la ins-
pectora de trabajo, en el que se constata que, ni en la escalera por la que ac-
cedió el trabajador, ni en la planta desde la que se precipitó se había instalado 
ningún sistema de protección colectiva perimetral, ni su acceso se hallaba pro-
hibido ni señalizado de tal forma que impidiera el tránsito de trabajadores por 
planta. Todo ello viene además corroborado por lo afi rmado por los funciona-
rios de Policía que el mismo día de los hechos tomaron fotografías del lugar, 
en las que no se observa la existencia de ninguna de las medidas de protección 
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colectiva apuntadas. Asimismo, si bien por los recurrentes se alega que fue 
el propio trabajador el que retiró las protecciones, la misma inspectora de 
trabajo pudo constatar tres días después del suceso, mediante su visita perso-
nal a la obra, la falta absoluta de medidas de protección, tanto individuales 
como colectivas.

Los acusados, también pretenden exculparse basándose en las órdenes que 
constaban en el “Llibre d’ordres i assistències”4. La sentencia considera que 
lo único que consta en dicho libro son órdenes tales como:

- “no circulará personal”
- “se controlarán los accesos”-
 “se prohibirá de palabra el acceso”
- “se condenarán con tableros”
- “estas fases quedarán totalmente cerradas”
- “también se prohibirá el acceso a cualquiera de manera verbal”

El escrito de tales órdenes no constituye prueba de que, efectivamente, se 
cumplieran, pero en cualquier caso considera que son una prueba del cono-
cimiento de los condenados de su deber de adoptar las medidas de seguri-
dad colectiva e individual que se mencionan. Por todo ello, considera que se 
cometió el delito contra la seguridad de los trabajadores en su modalidad 
dolosa del art. 316.

Fundamento de derecho cuarto: sobre el delito de homicidio imprudente y la 
responsabilidad del empresario constructor y el encargado de obra.

La sentencia condena como autores de un delito de homicidio imprudente al 
encargado de obra y al empresario constructor.

Considera que se cometió también el delito de homicidio imprudente del 
art. 142.1. Ello es así por cuanto queda constancia de que el acusado, Pedro 
Antonio, jefe de la obra, autorizó a los trabajadores a que acudieran a la obra 
el sábado por la tarde, solos. Esta autorización, conociendo la ausencia de las 
medidas de seguridad a que se ha hecho referencia, sin que constara, ade-
más, la específi ca prohibición de acceder al lugar donde se produjo la caída 
ni la información sobre los riesgos, y que el trabajo se realizara sin la super-
visión y vigilancia de los condenados, fuera del horario laboral, constituye 
una infracción grave del deber de cuidado que específi camente correspondía 
al encargado de obra y al empresario constructor, que hace que el resultado 
mortal producido deba atribuirse a la conducta de ambos.

Fundamento de derecho quinto: comisión por parte del arquitecto técnico 
del delito contra la seguridad de los trabajadores.

Considera que el delito contra la seguridad de los trabajadores en su modali-
dad dolosa del art. 316 es un delito de peligro concreto para la vida, la segu-
ridad o la salud de los trabajadores, que vulnera un bien jurídico colectivo (el 
derecho de los trabajadores a la seguridad), y que se consuma con la omisión 
de facilitar los medios necesarios para el desarrollo del trabajo con las me-
didas de seguridad adecuadas. Es independiente, por lo tanto, del resultado 
mortal o lesivo que, de producirse, conllevará la comisión del correspondien-
te delito de lesiones u homicidio imprudente. Por ello considera que al mar-

4. En cada centro de trabajo 
de una obra de construcción, 
existirá un libro de incidencias 
con la fi nalidad de controlar 
y realizar el seguimiento del 
plan de seguridad y salud de 
la obra. 
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gen del resultado que se produjo (muerte del trabajador), se había generado 
peligro concreto para cualquiera de los trabajadores de la obra que accediera 
a la planta en que tuvo lugar el accidente, por no impedir su acceso ni adoptar 
medidas de seguridad perimetral exigibles legal y reglamentariamente.

Asimismo, declara que no existe duda de la participación en el delito contra la 
seguridad de los trabajadores, de Raúl, el arquitecto técnico, encargado de que 
se cumpliera el plan de seguridad de la obra y de su ejecución y vigilancia. Sus 
sucesivas visitas semanales a la obra y la reiteración con que aparecen sus ór-
denes -con relación a las medidas de seguridad colectivas- en los documentos 
anteriormente mencionados, ponen de manifi esto que sabía que no se cum-
plían, y que se omitió la exigencia de su efectiva adopción. Estaba legalmente 
obligado a ello en virtud del art. 1 del Decreto 265/1971 que no sólo se refi ere 
a la facultad de exigir el cumplimiento de las disposiciones sobre seguridad 
en el trabajo, sino también al control de los sistemas de protección. Además 
era coordinador de seguridad -según consta en el plan elaborado- y como tal, 
delegado del empresario, obligado también a la vigilancia del cumplimiento 
del plan de seguridad de la obra según el art. 316.

Fundamento jurídico sexto: comisión por parte del arquitecto técnico del deli-
to de homicidio imprudente.

La sentencia llega a la conclusión de que Raúl, en su condición de arquitecto 
técnico y coordinador de seguridad de la obra, no es responsable del delito de 
homicidio imprudente, llegando a esta conclusión basándose en las siguientes 
consideraciones:

La autorización para que el trabajador fallecido acudiera a trabajar a la obra 
un sábado por la tarde, fuera del horario laboral y sin supervisión y vigilancia 
de los encargados, debe valorarse muy específi camente a la hora de atribuir la 
responsabilidad en el delito de homicidio imprudente y en la imputación del 
resultado de muerte.

Las funciones que afectaban a Raúl como arquitecto técnico y coordinador de 
seguridad, conforme al art. 1 del Decreto 265/1997 de “...controlar... los siste-
mas de protección, exigiendo el cumplimiento de las disposiciones vigentes so-
bre la seguridad en el trabajo” no se extrapolan hasta la posibilidad de prever 
y controlar que no se trabaje fuera del horario laboral sin supervisión alguna 
y en las demás condiciones mencionadas. Ello conlleva a afi rmar que el traba-
jador realizaba aquella actividad sin posibilidad alguna de que el arquitecto 
técnico pudiera impedirlo. Por este motivo, cuando se produjo el accidente, la 
posición de garante del arquitecto técnico no era exigible, puesto que no se 
debía trabajar en ese momento en la obra, siendo responsables, únicamente, 
quienes autorizaron la actividad. Por ello Raúl debe ser absuelto del delito de 
homicidio imprudente.

Fundamento jurídico séptimo: ausencia de responsabilidad del arquitecto de 
los delitos de homicidio imprudente y contra la seguridad de los trabajadores.

En cuanto al delito por homicidio imprudente por parte de Donato, arquitec-
to de la obra, debe predicarse su ausencia de responsabilidades al respecto y 
debe ser absuelto del delito por los mismos motivos que se exponen al arqui-
tecto técnico.
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En relación con el delito contra la seguridad de los trabajadores recuerda 
que sólo pueden ser sujetos activos del mismo, los “legalmente obligados” a 
facilitar los medios de seguridad, considerando que, contrariamente a lo que 
se ha expuesto sobre que las funciones del arquitecto técnico, cuyas obliga-
ciones en esta materia se hallan establecidas en normas legales, las funciones 
del arquitecto director no tienen tal defi nición. Igualmente, el coordinador de 
seguridad en la obra, actúa por delegación del empresario, directamente obli-
gado a facilitar los medios de protección, pero no del director de la obra.

La conclusión que alcanza el Tribunal es, en consecuencia, la de absolver a 
Donato del delito contra la seguridad de los trabajadores por entender que no 
se da en el mismo la cualidad de ser sujeto legalmente obligado.

Resolución: 

Condena a Germán, constructor empresario, como autor de un delito contra 
la seguridad de los trabajadores del art. 316 y como autor de un delito de 
homicidio imprudente del art. 142.1 a las siguientes penas:

- Por el primero de los delitos, a 6 meses de prisión con accesoria de inha-
bilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de 
la condena y multa de 6 meses a razón de 24 euros diarios, con la respon-
sabilidad personal subsidiaria de un día de privación de libertad por cada 
dos cuotas de multa impagadas. 

- Por el delito de homicidio imprudente a un año de prisión con accesoria de 
inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo 
de la condena y a la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de su 
profesión de constructor o categoría profesional que implique la obligación 
de dirigir, implementar o velar por el cumplimiento de las prevenciones en 
materia de seguridad de los trabajadores.

Condena a Pedro Antonio, jefe de obra, como autor de un delito contra la 
seguridad de los trabajadores del art. 316 y como autor de un delito de 
homicidio imprudente del art. 142.1 a las siguientes penas:

- Por el primero de los delitos, a 6 meses de prisión con accesoria de inha-
bilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de 
la condena y multa de 6 meses a razón de 24 euros diarios, con la respon-
sabilidad personal subsidiaria de un día de privación de libertad por cada 2 
cuotas de multa impagadas. 

- Por el delito de homicidio imprudente, a 1 año y 6 meses de prisión con 
accesoria de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo du-
rante el tiempo de la condena y a la pena de inhabilitación especial para el 
ejercicio de su ofi cio-jefe de obra o categoría profesional que implique la 
obligación de dirigir, implementar o velar por el cumplimiento de las pre-
venciones en materia de seguridad de los trabajadores.

Condena a Raúl, como arquitecto técnico y coordinador de seguridad de la 
obra como autor de un delito contra la seguridad de los trabajadores del art. 
316, a la pena de 6 meses de prisión con accesoria de inhabilitación especial 
para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena y multa 
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de 6 meses a razón de 24 euros diarios, con la responsabilidad personal subsi-
diaria de un día de privación de libertad por cada 2 cuotas de multa impaga-
das. Y le absuelve por el delito de homicidio imprudente del art. 142.1.
Absuelve a Donato arquitecto y director de la obra de los delitos contra la 
seguridad de los trabajadores y de homicidio imprudente de los había sido 
acusado.

La sentencia no contiene pronunciamiento en cuanto a la responsabilidad civil 
al haber alcanzado las partes un acuerdo extrajudicial sobre la misma.

SENTENCIA 9
17 de enero de 2008, Audiencia Provincial de Barcelona, sección 7ª.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 17 de enero de 2008.
Marginal:EDJ 2008/17997.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 7ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo: jefe de ingeniería.
Sujeto pasivo: trabajador de fábrica.
Coacusados: jefe de mantenimiento, jefe de planta de inyección, 
consejero delegado de la empresa mercantil. Como responsable ci-
vil directa la compañía aseguradora “CHUBB” y como responsable 
civil subsidiaria la empresa “TATAY S.A.”.
  
Hechos: accidente en máquina inyectora en fábrica de plásticos. El 
siniestro ocurrió cuando uno de los trabajadores que manipulaba 
la máquina decidió cambiar la puntera y el cabezal sin desenroscar 
el husillo. Al realizar una inadecuada descompresión de la tuerca 
de inyección se atascó una anilla en el cilindro que terminó esta-
llando por la presión, impactando en el tórax del trabajador cau-
sándole lesiones (no especifi ca el alcance).

Conexión acción/hechos:la inadecuada manipulación de la má-
quina fue la causa del accidente, la cual es imputable tanto a la 
acción de los acusados como del propio trabajador accidentado.
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Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho tercero: sobre la aplicación del delito contra la segu-
ridad de los trabajadores del art. 316.

La sentencia dictada analiza aquí si existió alguna vulneración de normas de 
prevención y seguridad, llegando a la conclusión de que no puede afi rmarse. 
Tanto del informe de la inspección de trabajo como de los elaborados por el 
técnico de seguridad del “Departament de Treball de la Generalitat de Cata-
luña” resulta que se hizo evaluación de riesgos por la empresa y los trabaja-
dores recibieron información de riesgos. Asimismo, la máquina disponía de 
un dispositivo para paro de emergencia. El perito judicial también indicó que 
la máquina disponía de las medidas necesarias de seguridad.

La conclusión a la que se llega es que la causa del accidente fue debida a la 
inadecuada descompresión de la tuerca de inyección sin desmontar el aco-
plamiento hidráulico de la misma. El trabajador que sufrió el accidente y 
que se hallaba manipulando la máquina era un trabajador experimentado en 
su campo profesional y ya había realizado con anterioridad dicha maniobra 
sin incidencia alguna. En esta ocasión asumió su responsabilidad al decidir 
cambiar la puntera y el cabezal sin desenroscar el husillo para ir más deprisa 
confi ando en que nada sucedería, asumiendo pues, un riesgo en la confi anza 
que le proporcionaban sus años de experiencia en el sector y en la habituali-
dad en la manipulación con la máquina inyectora.

Fundamento de derecho cuarto: sobre la responsabilidad penal de los acusa-
dos jefe de mantenimiento y jefe de ingeniería. Sobre la califi cación de los he-
chos como falta de imprudencia leve del art. 621 del Código Penal y no grave 
constitutiva de delito.

Los acusados Isidro, jefe de ingeniería y Bartolomé, jefe de mantenimiento, 
sostienen en su recurso,  que en el accidente existió una causa única que fue 
la actuación imprudente del trabajador accidentado que no debería haber 
omitido uno de los pasos necesarios para efectuar el procedimiento de cam-
bio de puntera del husillo. Sin embargo, ambos acusados se hallaban presen-
tes y junto al operario que manipulaba la máquina inyectora. Debe destacarse 
la importante cualifi cación profesional del acusado Isidro, jefe de ingeniería, 
que prestaba sus servicios para la empresa desde hacía varios años, tratán-
dose por tanto de un experto profesional titulado superior a quien se le pre-
sumen conocimientos por su titulación y por los años de experiencia en la 
fábrica TA-TAY S.A. Ambos acusados sabían que para cambiar la puntera y el 
cabezal había que desenroscar el husillo del cilindro y que esto no se realizó, 
pues se encontraban a escasos metros del operario y por tanto presenciando 
directamente la manipulación que efectuaba y confi ando, en defi nitiva, que 
no se produciría el accidente. En cuanto a Bartolomé, jefe de mantenimiento, 
consta acreditado que fue él quien dio la orden al trabajador accidentado 
para que cambiara a válvula de inyección de la máquina y se encontraba pre-
sente cuando ocurrieron los hechos.

En cuanto a la califi cación de los hechos, como falta de imprudencia con 
resultado de lesiones, se considera que la falta de diligencia en la manera de 
obrar de los acusados no supuso una omisión de los deberes de cuidado míni-
mos e imprescindibles que conducirían a califi car los hechos como impruden-
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cia temeraria, pues la empresa había realizado la obligada evaluación inicial 
de riesgos, aunque  sí que es cierto que el riesgo concreto de la operación de 
cambio de la tuerca de inyección no fue apreciado. Por ello, la infracción de la 
normativa se circunscribió a la falta de regulación del riesgo concreto en la uti-
lización de la máquina y los hechos se han califi cado de falta y no de delito.

Fundamentos de derecho tercero y quinto: sobre la proporcionalidad de la res-
ponsabilidad civil a satisfacer por los condenados. Concurrencia de culpas con 
la acción del trabajador que disminuye la cuantía de la indemnización a satis-
facer por aquellos.

La sentencia dictada en primera instancia establece que los acusados deberán 
satisfacer un 75% de la cuantía indemnizatoria por las lesiones sufridas por el 
trabajador pues se aprecia concurrencia de culpas en la acción del perjudicado 
que se fi ja en un 25%. 

Al respecto, el trabajador accidentado sostiene que la culpa fue exclusiva de 
los acusados, pues él, apremiado por la orden recibida y estando presentes los 
tres, se limitó a cumplir el mandato. Por el contrario los acusados solicitan un 
incremento del porcentaje de culpa a cargo del trabajador de un 75%.

La sentencia dictada en apelación por la Audiencia considera fi nalmente que 
el trabajador con su conducta asumió el riesgo que corría pero tal asunción, 
valorada conjuntamente con la conducta de los acusados está perfectamente 
acotada en un 25% de culpa a cargo del trabajador. El porcentaje de culpas 
se mantiene pues a afectos de responsabilidad civil, en un 75% a cargo de los 
acusados y un 25% a cargo del trabajador. 

Resolución: 

Condena a Luís María (jefe de planta de inyección), Isidro (jefe de ingeniería) 
y a Bartolomé (jefe de mantenimiento) como autores de una falta de impru-
dencia con resultado de lesiones del art. 621 del Código Penal, a la pena de 
30 días de multa con una cuota diaria de 6 euros y responsabilidad personal 
subsidiaria de un día de privación de libertad por cada dos cuotas de multa 
impagadas.

Absuelve del delito contra la seguridad de los trabajadores.

RESPONSABILIDAD CIVIL: Condena a los acusados a satisfacer conjunta y so-
lidariamente al trabajador accidentado la cantidad que se determine en ejecu-
ción de sentencia por las lesiones y secuelas sufridas. De dicha indemnización 
será responsable civil directa la compañía de seguros “CHUBB” y responsable 
civil subsidiaria la empresa TATAY S.A.
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SENTENCIA 10
7 de febrero de 2008, Audiencia Provincial de Barcelona, sección 7ª.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 7 de febrero de 2008.
Marginal: EDJ 2008/31876.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 7ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo:técnico de seguridad encargado de la ejecución de 
la obra y aparejador encargado de la ejecución de las obras de la 
empresa subcontratada.
Sujeto pasivo: trabajador aun no contratado que había acudido a 
realizar una prueba de capacitación profesional.

Coacusados: arquitecto director de la obra y arquitecto técnico di-
rector de la ejecución de la empresa principal. Trabajador autónomo 
subcontratado para la ejecución de la obra de cambio de vigas.
  
Hechos: accidente que se produce al ceder y precipitarse el techo 
en una obra de rehabilitación de una cubierta. Como consecuencia, 
fallece un especialista soldador que había acudido a realizar una 
prueba de aptitud profesional para su contratación. 

En enero de 1999 “el Departament d’Ensenyament de la Genera-
litat de Catalunya” adjudicó a la empresa TEC ENGENEERING S.A. 
la dirección de la obra de rehabilitación de la cubierta del Colegio 
Pereanton de Granollers, siendo el director de la obra el arquitecto 
acusado Abelardo y el director de ejecución de la obra, el arquitecto 
técnico Jesús Carlos C., también acusado. A la citada empresa se 
le encargó de confeccionar el proyecto y estudio relativo a las me-
didas de seguridad de la obra. El encargado de su supervisión era 
el arquitecto Abelardo. Por dicha empresa se realizó el correspon-
diente plan de seguridad. 

Por otra parte se adjudicó a la empresa SINTEL S.A. la ejecución ma-
terial de la obra, cuyo encargado era Julián, en calidad de técnico de 
seguridad y César, el aparejador, ambos acusados.

Bajo la cubierta existían diversas vigas de seguridad en mal estado 
por lo que se decidió ampliar la obra encomendada y sustituirlas 
por otras de hierro. Para ello la empresa TEC ENGENEERING tomó la 
decisión de ampliar el plan de seguridad.
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Sin estar aprobado el nuevo plan de seguridad la empresa SINTEL 
subcontrató al también acusado Carlos José (trabajador autónomo) 
para que realizara, exclusivamente, los trabajos de sustitución de las 
vigas de madera por las de hierro, sin que se adoptaran las medidas 
de seguridad oportunas ni se dispusiera de anclajes ni cinturones 
de seguridad ni redes de protección. 

El accidente se produce el día 4 de noviembre de 1999 cuando Carlos 
José acude a la obra en compañía de un especialista soldador (Juan), 
de cuyos servicios precisaba para realizar el trabajo encomendado, 
con el fi n de realizarle una prueba de aptitud. Ambos subieron a la 
plataforma elevadora hasta el lugar donde debían efectuar su tra-
bajo, cuando el techo cedió y cayó sobre Juan que falleció a causa 
de un traumatismo craneal. El accidente se produjo a las 7,30 de la 
mañana, antes de que se iniciara la jornada laboral en la obra.

Juan había estado casado con Rebeca hasta 1995 en que se separa-
ron, existiendo de dicho matrimonio un hijo nacido en 1985 (Juan)

Conexión acción/hechos:El accidente se produjo por falta de las me-
didas de seguridad que estaban obligados a proporcionar el técnico 
de seguridad y el aparejador (encargados de la ejecución de la obra 
de la empresa subcontratada) sobre un trabajador (aún no contra-
tado) que había acudido a realizar una prueba de capacitación pro-
fesional. Se valora también la contribución en la producción del re-
sultado de muerte, de la conducta imprudente del propio fallecido.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: delitos cometidos.

Si bien, en primera instancia, los hechos fueron califi cados como constitutivos 
de un delito contra la seguridad de los trabajadores en su modalidad dolosa 
del art. 316, por una parte, y un delito de homicidio imprudente del art. 142, 
por otra, la sentencia estudiada concluye que los hechos declarados probados 
constituyen el primer delito pero no el segundo, esto es, no existe el delito de 
homicidio imprudente.

Fundamento de derecho segundo: se analiza la concurrencia del delito contra 
la seguridad en el trabajo en su modalidad dolosa del art. 316.

En primer lugar se acusa por un delito contra la seguridad de los trabajadores 
del art. 316. Se trata de un delito de comisión por omisión en que, lo rele-
vante, no es que se produzca como resultado la pérdida de la vida o la lesión 
a la integridad física del trabajador, sino que se cree un peligro grave para la 
integridad física del trabajador. Al margen de ello, podrá existir el resultado 
lesivo. 
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En cualquier caso, y al margen del resultado que se produce en los hechos 
enjuiciados, la sentencia analiza, en primer lugar, si realmente se ha cometi-
do un delito contra la seguridad de los trabajadores. En este sentido entiende 
que para que se cometa el citado delito es necesario:

a) Una conducta consistente en “no hacer”: no facilitar los medios necesa-
rios para que los trabajadores desempañen su actividad con las medidas de 
seguridad e higiene necesarias.

b) La creación de un riesgo grave o peligro grave para la vida o integridad 
física de los trabajadores.

c) Una infracción de normas laborales.

En este caso considera que ha existido prueba sufi ciente sobre tales extremos, 
considerando como prueba esencial el acta de la Inspección de Trabajo, de la 
que se desprende que, en la obra en cuestión no existían las medidas mínimas 
requeridas por la normativa sectorial, en concreto, ni existían equipos de pro-
tección colectiva ni individual tales como cinturones de seguridad, anclajes 
o red de seguridad. Ello por sí solo constituye infracción de lo dispuesto en 
los artículos 15 y 24 de la Ley de prevención de riesgos laborales y de los 
artículos 10 y 11 y Anexo IV del R.D. 1627/1997 por el que se establecen las 
disposiciones mínimas de seguridad en las obras de la construcción. Además 
existía una altura de más de 10 metros en el lugar donde debían realizarse las 
obras, por lo que resulta evidente que la normativa se incumplió y que existió 
un peligro grave durante su desarrollo.

Fundamento de derecho tercero: análisis de la responsabilidad de los conde-
nados en primera instancia (técnico de seguridad encargado de la ejecución 
de las obras, aparejador encargado de la ejecución de las obras, autónomo 
contratado para el cambio de las vigas, arquitecto y director de las obras y 
arquitecto técnico director de ejecución de las obras).

Una vez concretada la comisión de delito contra la seguridad de los trabaja-
dores analiza la responsabilidad de cada uno de los que fueron condenados 
como autores por la sentencia de instancia:

- Julián, técnico de seguridad encargado de la ejecución de las obras en la 
empresa SINTEL
- César, aparejador encargado de la ejecución de las obras en la empresa 
SINTEL.
- Carlos José, trabajador autónomo contratado por SINTEL para el cambio 
de las vigas
- Abelardo, arquitecto y director de las obras de la empresa TEC ENGENEE-
RING.
- Jesús Carlos, arquitecto técnico director de la ejecución de las obras de la 
empresa TEC ENGENEERING.

En cuanto a los acusados Jesús Carlos y Abelardo que desempeñaban sus 
funciones por cuenta de la empresa TEC ENGENEERING llega a la conclusión 
de que no tienen responsabilidad penal por estos hechos. Considera que es 
la empresa SINTEL a través de las personas encargadas, la que debía ha-
berse ocupado de dotar de medidas de seguridad para la realización de la 
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obra, correspondiendo a la empresa TEC ENGENEERING su supervisión. De la 
prueba practicada resulta acreditado que TEC ENGINEERING cumplió con su 
tarea de coordinar la seguridad ya que existen numerosas comunicaciones de 
TEC ENGINEERING a SINTEL insistiendo en que se cumplieran las medidas y 
que antes de realizar el cambio de vigas, había que esperar la aprobación del 
plan de seguridad complementario. En consecuencia, no hubo dejación de sus 
deberes ni por parte de Abelardo ni de Jesús Carlos quienes, además, consta 
que elaboraron un plan de seguridad para el colegio en el que se afi rmaba la 
necesidad de barandas de protección en lugares con peligro de caída, redes, 
puntos de anclaje para sujetar el cinturón de seguridad homologado, cierre, 
señalización y alumbrado de la obra.

A pesar de lo anterior, SINTEL inició la ejecución de la obra de cambio de vigas 
sin esperar la aprobación del pan de seguridad y contratando los servicios del 
autónomo Carlos José. Y puesto que consta, que la necesidad de elaborar dicho 
plan les había sido expresamente recordado por TEC ENGINEERING, no existe 
ninguna duda de que tanto por Julián (como técnico de seguridad de SINTEL) 
como por César (en su calidad de aparejador de la mencionada empresa) se 
cometió el delito contra la seguridad de los trabajadores del art. 316.

Finalmente, en cuanto al acusado Carlos José, contratado como trabajador 
autónomo para llevar a cabo el cambio de vigas, considera que para cometer el 
delito contra la seguridad de los trabajadores sería necesario que tuviera tra-
bajadores contratados a su cargo. Llega a la conclusión de que Carlos José es 
un trabajador autónomo contratado para una obra determinada, y que a él no 
le competen las obligaciones en materia de medidas de seguridad que sí eran 
obligación de SINTEL, por lo que acuerda absolverle del mencionado delito.

Fundamento de derecho cuarto: análisis de la concurrencia del delito de homi-
cidio imprudente por el que condena la sentencia en primera instancia.

Habiendo condenado la sentencia dictada en primera instancia a los cinco acu-
sados como autores de un delito de imprudencia grave con resultado de muer-
te del art. 142.1º, la comisión concluye que ninguno de los acusados puede ser 
condenado por el mencionado delito. A dicha conclusión se llega basándose en 
las siguientes consideraciones:

- La persona fallecida no era trabajador de ninguno de los acusados, ni con-
tratado ni subcontratado de ninguno de ellos ni de las empresas para las 
que trabajaban, por lo que no puede afi rmarse que la conducta de la víctima 
fuera consecuencia de una orden recibida por el empresario contratante, en 
cuyo caso su responsabilidad estaría clara.
- Siendo así, debe examinarse en qué medida la persona fallecida contribuyó 
a que se produjera el accidente mortal. Del examen de la prueba queda claro 
que el fallecido se aproximó a la obra de motu propio, antes de que se inicia-
ra el trabajo en la obra (8,30 horas), y hallándose la obra cerrada, se subió 
a la plataforma elevadora sin permiso de nadie, subió a la parte superior 
de la cubierta quedándose allí sin tener ni disponer medidas de seguridad 
alguna, sin permiso de ningún encargado de la obra y sin conocer el estado 
de tales obras.
- Siendo así, llega a la conclusión de que existió una intervención de la 
propia víctima en la producción del resultado fi nal. Se concreta que actuó 
de forma imprudente, ya que no debería haber subido a la plataforma ele-
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vadora, ni haberla accionado, ni haber subido hasta la cubierta y haberse 
quedado sola allí. No puede afi rmarse que los acusados no adoptaran las 
medidas para impedir que el fallecido subiera a la cubierta ya que la obra 
estaba cerrada. Ninguno de los acusados hizo dejación de sus responsabi-
lidades en materia de prevención de riesgos respecto del fallecido, ya que 
con relación a este, se tomó la precaución de que la obra estuviera cerrada 
hasta que llegara el encargado. Por ello entiende que los acusados deben 
ser absueltos del delito de homicidio imprudente porqué desconocían por 
completo la presencia de la víctima en las obras, no pudiendo imaginar que 
fuera a subir a la plataforma, ponerla en marcha, ascender a la techumbre 
y permanecer allí por su propia voluntad y en solitario.

Asimismo, y como ha declarado en numerosas ocasiones el Tribunal Supre-
mo, cuando la conducta de la propia víctima contribuye a la producción del 
resultado, se determina una disminución del importe de las indemnizaciones, 
mayor o menor, según la infl uencia de dicha conducta en el resultado, lo que 
en el presente supuesto lleva a la desestimación de las indemnizaciones que 
se solicitaban a favor de la viuda y del hijo del accidentado.

Fundamento de derecho séptimo: sobre la responsabilidad civil de la asegu-
radora ZURICH.

Aunque fi nalmente, todos los acusados han sido absueltos del delito de homi-
cidio imprudente, la sentencia se pronuncia acerca de la eventual responsabi-
lidad civil de la empresa ZURICH como aseguradora contratada por SINTEL. 
Consta un contrato suscrito entre la compañía de seguros y la empresa SIN-
TEL en que los riesgos de muerte se encontraban cubiertos. Por ello, de ha-
ber sido condenada SINTEL o alguno de sus empleados trabajadores de la 
obra por el delito de homicidio imprudente, la entidad aseguradora ZURICH 
debería haber respondido dentro de los límites cubiertos por su seguro del 
fallecimiento.

Resolución: 

Absuelve a todos los acusados del delito de homicidio imprudente: Julián, 
técnico de seguridad encargado de la ejecución de las obras en la empre-
sa SINTEL, César, aparejador encargado de la ejecución de las obras en la 
empresa SINTEL, Carlos José, trabajador autónomo contratado por SINTEL 
para el cambio de las vigas, Abelardo, arquitecto y director de las obras de la 
empresa TEC ENGENEERING, Jesús Carlos, arquitecto técnico director de la 
ejecución de las obras de la empresa TEC ENGENEERING.

Absuelve a Carlos José, trabajador autónomo contratado por SINTEL para 
el cambio de las vigas, Abelardo, arquitecto y director de las obras de la em-
presa TEC ENGENEERING, y a Jesús Carlos, arquitecto técnico director de la 
ejecución de las obras de la empresa TEC ENGENEERING del delito contra la 
seguridad de los trabajadores del art. 316.

Condena a Julián, técnico de seguridad encargado de la ejecución de las obras 
en la empresa SINTEL y a César, aparejador encargado de la ejecución de las 
obras en la empresa SINTEL como autores de un delito contra la seguridad 
de los trabajadores a las penas de: a 6 meses de prisión e inhabilitación espe-
cial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena y a 6 
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meses de multa con una cuota diaria de 6 euros con responsabilidad personal 
subsidiaria de un día de prisión por cada 2 cuotas de multa impagadas.

No hay condena en cuanto a las responsabilidades civiles.

SENTENCIA 11
26 de noviembre de 2009, Audiencia Provincial de Barcelona, sección 5ª

DATOS BÁSICOS
Fecha: 26 de noviembre de 2009.
Marginal: EDJ 2009/322683.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 5ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: penal. 
Sujeto activo:director facultativo de obra.
Sujeto pasivo: trabajador de la construcción.

Coacusados: compañía aseguradora MUSAAT como responsable civil 
directo y administrador de la empresa contratista como responsable 
civil subsidiario.
  
Hechos: accidente ocurrido en obra en construcción. Durante las 
obras de desmontaje de las dos plantas inferiores del edifi cio se 
desplomó el forjado de la tercera planta debido al colapso del mis-
mo, sufriendo lesiones graves uno de los trabajadores (la sentencia 
no especifi ca más). En el edifi cio colindante se estaban realizando 
obras con el empleo de martillos neumáticos que producían vibra-
ciones, hecho que pudo contribuir a la producción del accidente.

Conexión acción/ hechos: el hecho de que en el edifi cio contiguo se 
estuvieran realizando obras con martillos neumáticos y sus vibra-
ciones pudieran contribuir a la producción del accidente no exime 
de responsabilidad al director facultativo de la obra,  pues él cono-
cía esta circunstancia cuando tomó la decisión de realizar el des-
montaje. Por ello debe ser considerado responsable de los hechos.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: análisis de la previsibilidad del riesgo pro-
ducido para determinar si existe delito imprudente contra la seguridad de los 
trabajadores del art. 317 y de lesiones del art. 152, partiendo de que un requisito 
esencial de la imprudencia es la creación de un riesgo previsible.

Aquí se analiza si el colapso del forjado era imprevisible -tal y como alega la 
defensa del acusado- llegando a la conclusión de que el riesgo que comportaba 
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era ciertamente previsible, si bien considera que el acusado no era consciente 
del riesgo producido y por ello, en lugar de condenarlo por el delito doloso 
del art. 316, lo condena por el delito imprudente del art. 317. El acusado tuvo 
una falta de previsión del riesgo creado por las obras que él dirigía como fa-
cultativo y por lo tanto garante de la seguridad y salud de los trabajadores.

De las pruebas practicadas en el acto del juicio resulta que si bien ninguna 
pericial es concluyente sobre el motivo por el cual se desplomó el forjado de 
la tercera planta, existía riesgo anterior al desplome de que esto ocurriera, si 
bien no de manera inminente. La existencia de obras en el edifi cio colindante, 
con el empleo de martillos neumáticos que producían vibraciones, no puede 
eximir al acusado de responsabilidad ya que conocía su existencia cuando 
tomó la decisión de realizar las obras con el desmontaje de las dos plantas 
inferiores, dejando la tercera planta que es la que se desplomó.

Fundamento jurídico cuarto: análisis de la imprudencia como grave o leve.

La gravedad del peligro ha de determinarse desde un doble punto de vista: 
por el grado de probabilidad del resultado y por la entidad misma del resulta-
do. En este sentido la imprudencia leve la constituye una conducta ligera por 
falta de atención en un deber que cumplir, originándose un mal sobrevenido 
por el negligente descuido del agente en su quehacer lícito.

En este caso, aunque el resultado no era inminente, el desplome del forjado 
de la tercera planta era probable. Además nos hallamos ante la conducta de 
un facultativo que omite personalmente las medidas de seguridad necesarias. 
No se trata de una falta de control de una conducta activa o pasiva de una 
persona que estaba a su cargo. A ello cabe añadir la gravedad del resultado 
probable, que en este caso no fue mortal pero podía haberlo sido.

 
Fundamento jurídico sexto: sobre la diferencia entre el art. 316 y 317.

La diferencia fundamental que establece la jurisprudencia entre el delito do-
loso y el imprudente, de los artículos 316 y 317, radica en si el autor es cons-
ciente o no del riesgo producido, consciencia que se exige en el delito doloso 
y no en el culposo.

Fundamento jurídico séptimo: sobre el cálculo de la responsabilidad civil.

Aunque suele ser frecuente el cálculo de las indemnizaciones en el ámbito 
de los accidentes laborales sobre la base a las cuantías establecidas para los 
accidentes de circulación en el Real Decreto 8/2004, de 29 de octubre, por el 
que se aprueba la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de 
vehículos a motor, no es necesario ni obligatorio que sea así. Por ello, aunque 
las indemnizaciones concedidas, en este caso en la sentencia dictada en pri-
mera instancia, sean superiores a las referidas a los accidentes circulatorios 
no se consideran excesivas ni desproporcionadas.

Resolución: 

Condena a Fernando (director facultativo) como autor de un delito contra los 
derechos de los trabajadores en su modalidad imprudente del art. 317 en re-
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lación con los artículos 9, 3.2 y 7.3 del RD 1627/97 de 24 de octubre, 4-2, d) y 
19 del Estatuto de los Trabajadores, art. 14 de la Ley de prevención de riesgos 
laborales y art. 11.1 c) del RD 1627/97 de 24 de noviembre y anexo IV parte 
A.2º y parte C 11.c, en concurso ideal con un delito de lesiones imprudentes 
del art. 152.1.1º a la pena de 4 meses y 15 días de prisión con inhabilitación 
para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la conde-
na, y multa de 4 meses y 15 días con una cuota diaria de 6 euros, con respon-
sabilidad personal subsidiaria para caso de impago de un día de privación de 
libertad por cada dos cuotas impagadas.

Condena al acusado en concepto de responsabilidad civil a indemnizar al tra-
bajador accidentado en la cantidad de 70.000 euros, siendo responsable civil 
directo la compañía aseguradora MUSAAT y responsable civil subsidiario el 
administrador de la empresa constructora.

SENTENCIA 12
3 de abril de 2006, Tribunal Supremo, Sala 1ª.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 3 de abril de 2006.
Marginal: EDJ 2006/42976.
Órgano resolutorio: Tribunal Supremo, Sala 1ª

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: civil. 
Actor:esposa del trabajador accidentado en nombre de sus hijos 
menores.
Demandado: arquitecto técnico.

Codemandados:encargado de la obra, empresa promotora, empresa 
contratista.
  
Hechos: accidente ocurrido en obra en construcción como conse-
cuencia del cual se ocasionó la muerte de un trabajador.

El 19 de noviembre de 1994, el trabajador Juan Ignacio se encontra-
ba trabajando con otro operario en la obra que Construcciones P. 
S.L. ejecutaba por encargo de la promotora U.S.L., siendo encargado 
de la obra Tomás y arquitecto técnico Ismael.

En el momento de ocurrir el accidente, Juan Ignacio se encontraba 
junto al trabajador Benedicto en la planta tercera situada a una 
altura de 12 metros del suelo apilando ladrillos. A fi n de recoger 
un traspalé que estaba en una de las habitaciones de la planta, se 

4.2. Sentencias Civiles del Tribunal Supremo
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acercó tirando de él, marcha atrás, en dirección al hueco del ascen-
sor precipitándose al vacío y falleciendo como consecuencia de la 
caída.

Para efectuar el desplazamiento hacia la habitación donde se ha-
llaba su compañero no tenía necesidad de pasar por la zona donde 
se ubicaba el hueco del ascensor, sin embargo lo hizo así. Consta 
acreditado que el hueco estaba protegido mediante dos gatos hi-
dráulicos en los que estaban fi jados tres tablones situados a distin-
tas alturas, aunque no, si estos elementos por su instalación o por 
su consistencia eran capaces de resistir el empuje de una persona.
La promotora “U.S.L.” era la entidad propietaria del solar y encarga-
da de la promoción de la edifi cación, habiendo contratado las espe-
cialidades que integran la construcción con empresas de distintos 
gremios, cuyas actividades coordinaba por ser el único nexo que las 
unía, operando todas ellas siguiendo el proyecto y la dirección téc-
nica del arquitecto y del arquitecto técnico que habían sido, tam-
bién, contratados por la promotora, encargando a este último el 
proyecto de seguridad.

Conexión acción/ hechos: la causa del accidente fue la insufi ciencia 
de las medidas de seguridad adoptadas en la obra para proteger el 
hueco del ascensor por donde se precipitó el trabajador, imputable 
principalmente al arquitecto técnico y al encargado de la obra, si 
bien la conducta del propio trabajador fallecido también contribu-
yó, aunque  en menor medida, a causar el accidente.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho tercero: analiza las conductas de los implicados en 
el accidente para determinar en qué medida fueron causantes del mismo.

Aquí se analiza en qué medida la conducta del aparejador y del encargado 
de obra, así como la del propio trabajador accidentado, contribuyeron a la 
producción del accidente.

El trabajador accidentado no se hallaba desarrollando una actividad extra-
vagante o anómala sino simplemente cumpliendo la tarea que se le había 
asignado en la tercera planta, recogiendo la transpaleta a una dependencia 
para luego transportar los palets, que iban descargando sobre otro habitá-
culo, desde el exterior. La única negligencia del trabajador consistió en un 
mal cálculo de la distancia que le separaba del hueco o de una distracción 
que le hizo olvidar su existencia, arrastrando hacia atrás y con fuerza, de la 
transpaleta y embistiendo bruscamente las protecciones que no soportaron 
el violento impacto. Este proceder culposo se valora por la sentencia en un 
25% de culpa en la provocación de causa del accidente a efectos de valorar la 
concurrencia de culpas en la cuantía de responsabilidad civil.

En cuanto a la protección colocada en el hueco, si bien formalmente cumplía 
las prescripciones contempladas en los art. 21.1 y 23 de la Ordenanza Gene-
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ral de Seguridad e Higiene en el Trabajo en cuanto a materiales e ubicación, 
no había sido dotada de la sujeción o rigidez sufi ciente para resistir la carga de 
150 kg. por metro lineal que dichos artículos establecen, por ello cedió ante 
el impacto propinado por el cuerpo del trabajador, que ciertamente tiraba con 
fuerza de la transpaleta pero sin posibilidad de desarrollar una carga superior 
a la reglamentariamente prevista, dadas las reducidas dimensiones del lugar y 
el sentido de la marcha.

Precisamente, colocar una medida de seguridad colectiva que externamente 
cumpla las prescripciones reglamentarias, crea un clima de confi anza que lleva 
al operario a trabajar con mayor libertad, sin extremar las medidas individua-
les, confi anza que no puede verse luego defraudada por no ofrecer el nivel de 
seguridad para el que fueron concebidas, sea debido a su mala colocación, a 
la calidad de los materiales, etc. Así, el aparejador y el encargado de obra que 
ese día asumió las funciones de vigilante de seguridad, garantes por lo tanto 
de la integridad de los trabajadores, no adoptaron la debida diligencia para 
comprobar que la resistencia de las barandillas fuera la reglamentariamente 
prevista y la que exigían las circunstancias de personas, tiempo y lugar.

La responsabilidad del arquitecto técnico se fundamenta en tanto a que estaba 
obligado a vigilar cuidadosamente de las medidas de seguridad y velar por su 
adopción, con efectividad, como tarea inherente a sus funciones.

En consecuencia, la responsabilidad de ambos, la establece la sentencia dicta-
da con fundamento en el art. 1902 del Código Civil:

El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligen-
cia, está obligado a reparar el daño causado.

La actuación imprudente del encargado de obra y del arquitecto técnico, lleva 
a considerar que contribuyeron al resultado en un 75%.

Fundamento de derecho cuarto: responsabilidad de la promotora.

La responsabilidad de la empresa promotora debe establecerse con arreglo al 
art. 1903 del Código Civil:

La obligación que impone el artículo anterior es exigible, no sólo por actos u 
omisiones propios, sino por los de aquellas personas de quienes se debe respon-
der...

Lo son igualmente los dueños o directores de establecimiento o empresa res-
pecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los 
ramos en que los tuvieran empleados o con ocasión de sus funciones.

Ello es así por cuanto la promotora contrató la ejecución de la obra de albañi-
lería a una empresa competente y la dirección técnica y el arquitecto técnico 
con la debida cualifi cación, así como la redacción del plan de seguridad, por 
lo que colocadas las medidas colectivas de seguridad, no puede exigírsele un 
control propio sobre la resistencia o correcto anclaje de las mismas, cuestio-
nes propias del aparejador y del encargado de la obra que asumía también la 
vigilancia de seguridad. Sin embargo sí puede exigírsele responsabilidad por 
hecho culposo, con arreglo al citado artículo 1903 del Código Civil, que se 
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fundamenta en la relación de dependencia o subordinación existente entre 
el agente causal del daño y su responsable principal. La responsabilidad por 
hecho de otro a que se refi ere este artículo exige una relación jerárquica de 
dependencia o subordinación entre el causante del daño y la empresa deman-
dada, responsabilidad que se basa en la existencia de culpa in eligendo (en 
la lección), o in vigilando (en la vigilancia), esto es en este supuesto, en la 
selección del contratista o respecto de su actuación que debe supervisar.

En este caso la promotora ejercía de facto el poder de control y dirección de la 
obra, se personaba con frecuencia a la edifi cación para verifi car que se cons-
truía con arreglo al proyecto y se daba cumplimiento al plan de seguridad, 
por lo tanto le correspondía, en última instancia, el control y supervisión de 
la obra, a lo que debe añadirse que la promotora fue quien, por separado, 
contrató con empresas diversas los distintos gremios intervinientes en el pro-
ceso constructivo y, asimismo, los técnicos que debían dirigirlo (arquitecto 
y aparejador que desarrollaban su labor ateniéndose a las instrucciones que 
recibían de la promotora) Por todo ello, debe responder solidariamente junto 
con los demás demandados, del hecho dañoso.

Resolución: 

Condena al encargado de obra, al arquitecto técnico, a la empresa promotora 
y a la empresa contratista a abonar solidariamente a los hijos del trabajador 
fallecido la suma de 15.000.000 de pesetas.

SENTENCIA 13
18 de julio de 2006, Tribunal Supremo, Sala 1ª.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 18 de julio de 2006.
Marginal: EDJ 2006/105561.
Órgano resolutorio: Tribunal Supremo, Sala 1ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: civil. 
Actor:madre del trabajador fallecido.
Demandado: ingeniero proyectista (ingeniero agrónomo).

Codemandados:mercantil promotora (N.S.A.), mercantil contratista 
(Construcciones L.S.L.), empresa subcontratada (Montajes F), admi-
nistrador único de Montajes F. 
  
Hechos: La entidad N.S.A. propietaria de la parcela del polígono in-
dustrial X de Puzol (Valencia), contrató el 25 de septiembre de 1991 
la ejecución de naves industriales en dicho terreno con la entidad 
Construcciones L.S.L., según el proyecto realizado por el ingeniero 
agrónomo Raúl, que contenía, no sólo el proyecto y los planos de la 
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obra, sino el plan y las normas de seguridad. T.S.A, a su vez, ofertó a 
Construcciones L S.L. la aportación de la totalidad de los materiales 
metálicos para cubiertas y fachadas, comprometiéndose igualmen-
te a realizar su transporte, medios de unión y montaje. El 3 de febre-
ro de 1992, Constantino, representante legal de T.S.A., subcontrató a 
Montajes F a quien encomendó la instalación de los materiales que 
T.S.A. suministraba. Para la empresa Montajes F. estaba trabajando 
Cornelio, de 18 años de edad como peón, con un contrato de forma-
ción para ofi cial de 2ª de instalador.

La empresa Montajes F. comenzó a realizar el montaje de los ele-
mentos metálicos conforme al plano del ingeniero agrónomo el 7 
de febrero de 1992. El día 10, Cosme acudió a la obra acompañado de 
Carlos Antonio, ofi cial de su empresa y de Cornelio, disponiéndose 
a conectar el grupo electrógeno mientras que el ofi cial, provisto del 
correspondiente cinturón de seguridad, subió a la estructura metá-
lica, para colocar los anclajes de seguridad que habían sido retira-
dos durante el fi n de semana y terminar de establecer las medidas 
de seguridad, sin recibir ninguna orden de sus superiores y, sin po-
derse concretar su fi nalidad, comenzó a subir a través del forjado 
a la estructura metálica que estaba mojada, sin utilizar la escalera 
provisional de acceso que estaba instalada para tal fi n, y cuando se 
encontraba a unos 5-7 metros del suelo y antes de que le hubiera 
dado tiempo a sujetar su cinturón a alguno de los puntos de anclaje 
fi jos que existían, sin que se conozca la causa, cayó al vacío y falleció 
como consecuencia del golpe que sufrió contra el suelo. No se había 
instalado red de protección.

Conexión acción/ hechos: la causa del accidente fue culpa exclusiva 
de la víctima, con independencia de que las medidas de seguridad 
no se hubiesen instalado del todo.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: compatibilidad entre las indemnizaciones 
por accidentes de trabajo de carácter laboral nacidas de la seguridad social y 
las que nacen del acto culposo en la jurisdicción civil.

Se plantea en primer lugar por las partes si la demanda debe dirigirse a la ju-
risdicción social o a la civil como se ha hecho.

No se produce exclusión entre ambas jurisdicciones pues las prestaciones de 
carácter laboral nacen de la seguridad social y por causa de la relación laboral, 
y las que se demandan en vía civil son de carácter extra-contractual con arre-
glo a los artículos 1902 y 1903 del Código civil.

Las reclamaciones ante el orden jurisdiccional social se refi eren a las cuestio-
nes que afectan al contrato de trabajo y a otros relacionados con los confl ictos 
colectivos, la Seguridad Social y la Mutualidades. En este caso estamos ha-
blando de algo distinto, cual es un resultado dañoso como consecuencia de la 



La jurisprudencia dels profesionales técnicos en prevención de riesgos laborales. Segundo análisis
Pagina 69

actividad laboral, lo cual excede de la órbita específi ca del contrato de trabajo 
y su conocimiento corresponde al orden civil, más aun cuando la acción que 
se ejercita lo es al amparo de los artículos 1902 y 1903 del Código Civil.

Ello no excluye que además puedan demandarse las pretensiones oportunas 
ante la jurisdicción social derivadas del contrato de trabajo, esto es las preten-
siones de seguridad social frente al empresario fundadas en el mismo hecho.

En cualquier caso cuando las pretensiones se fundamenten en el incumpli-
miento de las obligaciones del empresario derivadas del contrato de trabajo 
la jurisdicción competente será la social, cuando por el contrario se funda-
menten, como en el presente caso en la culpa extra-contractual al amparo 
del art. 1902 del Código Civil la jurisdicción competente será la civil, siendo 
ambas vías compatibles.

Fundamento de derecho quinto: sobre la culpa de las partes intervinientes.

Se analiza aquí si existió culpa por parte de los demandados que les obligue a 
satisfacer las indemnizaciones que les son reclamadas por los demandantes.

La sentencia recuerda que la culpa consiste en prever lo que pudo y debió 
ser previsto o en la adopción de las medidas necesarias para evitar el even-
to dañoso. La diligencia exigible ha de determinarse, en principio, según la 
actividad de que se trate y de la que puede y debe esperarse de persona nor-
malmente razonable y sensata perteneciente a la esfera técnica de cada su-
puesto. Según reiterada jurisprudencia, es esencial para generar culpa extra-
contractual el requisito de la previsibilidad del hombre medio con relación a 
las circunstancias del momento, no en abstracto.

En este caso, el trabajo encargado a la empresa Montajes F. Propiedad del 
codemandado Cosme consistía en la colocación de las chapas metálicas que 
formaban la cubierta de las naves propiedad de “N.S.A”. En la ejecución del 
mencionado trabajo, el ofi cial de la empresa ascendió a lo alto de la estructu-
ra metálica para colocar los anclajes de seguridad que habían sido retirados 
durante el fi n de semana. Para subir a lo alto de la estructura se había coloca-
do una escalera. Atendidas las circunstancias concretas era imprevisible que 
el peón accidentado tratase de ascender a lo alto de la estructura metálica 
ya que en ese momento no tenía que realizar actividad alguna en ese lugar, y 
menos aun resultaba previsible que, despreciando la existencia de la escalera 
colocada al efecto, lo hiciese a través del encofrado. Además, según el pro-
yecto de construcción de las naves su altura era de 9 metros, las chapas me-
tálicas iban a constituir la cubierta de las naves, por lo que si el accidentado 
cayó desde una altura de 5-7 metros difícilmente podía intentar enganchar su 
cinturón de seguridad a los anclajes que estaba colocando el ofi cial de la em-
presa. No cabe, por lo tanto, califi car como culposa o negligente la conducta 
de Cosme ni la de ninguno de los otros demandados.

Fundamento de derecho sexto: falta de relación de causalidad entre el resul-
tado producido y la conducta de los demandados. Culpa exclusiva de la vícti-
ma en la producción del accidente.

Consecuencia de lo anterior, se puede afi rmar que no existe relación de cau-
salidad entre la conducta de los demandados y el resultado dañoso. Para 
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declarar la responsabilidad por culpa extra-contractual, recuerda la sentencia, 
que es necesario que los daños y perjuicios producidos se deriven o fueran 
ocasionados por un acto imputable a quienes se exige indemnización por cul-
pa o negligencia y que tales daños sean la consecuencia necesaria del acto u 
omisión del que se hace dimanar. Así, según la jurisprudencia reiterada del 
Tribunal Supremo, es preciso que se pruebe la existencia del nexo causal, co-
rrespondiendo la prueba al perjudicado que ejercita la acción y siempre será 
ineludible la exigencia de una relación de causalidad entre la conducta activa 
o pasiva del demandado y el resultado dañoso producido, de tal modo que la 
responsabilidad se desvanece si el nexo causal no ha podido concretarse. Se-
gún la sentencia TS de fecha 27 de diciembre de 2002:

Como ya ha declarado con anterioridad esta sala, la necesidad de cumplida 
demostración del nexo sufrido, que haga patente la culpabilidad del agente en 
la producción del daño-que es lo que determina su obligación de repararlo-no 
puede ser desvirtuada por una posible aplicación de la teoría del riesgo de la 
inversión de la carga de la prueba, soluciones que responden a la interpretación 
actual de los artículos 1902 y 1903 del Código Civil en determinados supuestos, 
pues el cómo y el porqué se produjo el accidente siguen constituyendo elementos 
indispensables en la identifi cación del evento dañoso.

En este caso no existe prueba alguna que acredite el cómo y el porqué se 
produjo el accidente; el hecho de que no hubiese concluido la colocación de 
las medidas de seguridad adecuadas no tuvo ninguna infl uencia causal en la 
caída del fallecido atendida la altura desde donde se produjo y el lugar en que 
habrían de colocarse aquellas medidas.

De lo expuesto en los fundamentos de derecho quinto y sexto se deduce que 
el accidente fue debido a culpa exclusiva de la víctima al intentar el acceso a 
la parte más alta de la estructura metálica por una vía inadecuada y eludiendo 
hacer uso de la escalera colocada al efecto.

Resolución: 

Absuelve a todos los demandados de la responsabilidad que se les venía exi-
giendo.

SENTENCIA 14
23 de abril de 2009, Tribunal Supremo, Sala 1ª.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 23 de abril de 2009.
Marginal: EDJ 2009/62981.
Órgano resolutorio: Tribunal Supremo, Sala 1ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: civil. 
Actor:trabajador accidentado.
Demandado: arquitecto técnico y arquitectos.
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Codemandados:propietario de la obra (Servicio Vasco de Salud), so-
ciedad contratista de la obra (ONDARRA S.A.), sociedad subcontratis-
ta (REDEM), entidades aseguradoras MAPFRE NORTE (de la sociedad 
subcontratista), MAPFRE (de la entidad contratista), MUSAAT (del ar-
quitecto técnico), ASEMAS (de los arquitectos), AURORA POLAR (del 
Servicio Vasco de Salud) .
  
Hechos: El trabajador Ernesto se encontraba trabajando para la 
empresa REDEM Soc. Coop., en las obras de construcción del nuevo 
ambulatorio del Servicio Vasco de Salud en Bilbao. El 29 de marzo 
de 1994, cuando iba a retirar unos materiales situados en una pla-
taforma de la obra, ésta se hundió, produciendo graves lesiones al 
trabajador.

Conexión acción/ hechos: la causa del accidente fue la insufi cien-
cia de las medidas de seguridad adoptadas en la obra y en concreto 
en cuanto a la plataforma, imputable a la negligencia de los de-
mandados.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: fundamento de la condena de cada uno de 
los demandados.

Responsabilidad del arquitecto técnico Sr. Teodosio: proyectista y director del 
plan de seguridad de la obra. Es responsable del hecho por cuanto una vez 
instalada la plataforma no la supervisó, no consta que indicase las limitacio-
nes de la carga, no limitó los usos y, a pesar de que visitaba con frecuencia la 
obra, desconocía que se habían eliminado los puntales centrales de la plata-
forma.

Responsabilidad de los arquitectos Sres. Pedro Miguel y Avelino: proyectis-
tas y directores de la obra. Su función era supervisar la ejecución de la obra 
proyectada, y en consecuencia, la seguridad de la plataforma en tanto que 
elemento fundamental, como elemento auxiliar tendente a la adecuada rea-
lización de la obra, y como tal, queda bajo la supervisión de los arquitectos, 
directores de todos los elementos que intervienen en la obra.

Responsabilidad de la sociedad subcontratista REDEM S.A: es responsable del 
accidente por cuanto ha quedado acreditado que no se supervisó la estructura 
auxiliar que iba a ser utilizada por sus operarios y que había sido instalada 
por la empresa ONDARRA. No se supervisó ni comprobó la plataforma que se 
iba a utilizar durante la descarga del material para la realización de los traba-
jos, lo que supone una omisión de las responsabilidades que la empresa tiene 
hacia sus trabajadores de facilitar las condiciones adecuadas para desarrollar 
con seguridad los trabajos encomendados.

Responsabilidad de la empresa contratista ONDARRA S.A.: como contratista 
principal realizó el plan de seguridad e higiene y construyó la plataforma. 
Todo ello, sin proyecto y sin plan de seguridad. No supervisó el mantenimien-
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to y no limitó los usos para los que fue concebida. No desplegó una mínima 
actuación tendente a una utilización adecuada al plan de seguridad, ni por 
parte de sus operarios, ni por parte de las subcontratas elegidas por ella, no 
revisó la plataforma ni la carga que podía soportar y además fueron sus pro-
pios operarios los que la sobrecargaron.

Responsabilidad del Servicio Vasco de Salud: es responsable en tanto que due-
ño de la obra. Como promotor no delegó totalmente el control de la obra sino 
que reservó la facultad de tomar el control total de las obras.

Todos los agentes mencionados son responsables del accidente, cada uno por 
su propia actuación concreta y negligente, derivada del riesgo que crearon 
al no obrar diligentemente poniendo todos los medios para evitar el daño 
causado. Por ello deben responder solidariamente entre todos ellos, al no ser 
posible una individualización o cuantifi cación de las acciones u omisiones rea-
lizadas individualmente.

Examen de la culpa del propio trabajador accidentado en orden a apreciar 
una concurrencia de culpas que exima a los demandados de responsabilidad o 
disminuya el importe de las indemnizaciones

En este particular, la sentencia llega a la conclusión de que no ha quedado 
probado que el trabajador accidentado hubiera participado, con su conducta 
imprudente, a la producción del resultado. Valorando la forma en que suce-
dieron los hechos que se declaran probados, no puede afi rmarse que el tra-
bajador, simple peón que llevaba dos días trabajando en la obra, permitiera 
un exceso de carga en la plataforma, ni que fuera él quien ubicara la carga de 
forma desigual sobre aquella superfi cie, siendo la supresión de los puntales 
centrales de la plataforma lo que provocó su derrumbe. Asimismo, se estima 
que el hecho de que no portase casco en ese momento, ni utilizara el cinturón 
o arnés de seguridad, carece de trascendencia, pues la largura que debería 
haberse utilizado -6 m Aproximadamente- de ningún modo hubiesen evitado 
el desplome de la plataforma  ni la caída del trabajador sobre el suelo ya que 
la plataforma estaba elevada a una altura de 3,2 m.

En consecuencia se estima que el accidente es imputable exclusivamente a la 
acción u omisión de los demandados.

Resolución: 

Condena solidariamente a todos los demandados (a excepción de la compañía 
aseguradora AURORA POLAR) a indemnizar al trabajador accidentado en la 
suma de 292.624.762 pesetas con los siguientes límites:

- MAPFRE NORTE, en virtud de la póliza suscrita con REDEM, hasta el límite 
de la suma asegurada de 50.000.000 de pesetas.

- MAPFRE, en virtud de la póliza suscrita con ONDARRA S.A. hasta el límite 
de la suma asegurada de 150.000.000 pesetas.

- MUSAAT, en virtud de la póliza suscrita con el arquitecto técnico Sr. Teodo-
sio, hasta el límite de la suma de 30.000.000 de pesetas.
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- ASEMAS, en virtud de la póliza suscrita con el arquitecto Sr. Avelino, hasta el 
límite de la suma de 50.000.000 de pesetas.

SENTENCIA 15
16 de octubre de 2009, Tribunal Supremo, Sala 1ª

DATOS BÁSICOS
Fecha: 16 de octubre de 2009.
Marginal: EDJ 2009/245656.
Órgano resolutorio: Tribunal Supremo, Sala 1ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: civil. 
Actor:esposa y hermana del trabajador fallecido.
Demandado:arquitecto técnico y arquitectos
Codemandados: empresa constructora (FERNÁNDEZ CANTERO S.L.) 
administrador único de la empresa constructora, compañías ase-
guradoras del arquitecto técnico (MUSAAT), y del arquitecto (ASE-
MAS) 

Hechos: Accidente ocurrido en la construcción de una vivienda cau-
sando la muerte del trabajador. El siniestro se produjo al electrocu-
tarse el trabajador accidentado cuando se hallaba prestando sus 
tareas en la obra, siendo la causa una derivación de corriente en el 
cable alargador de una máquina radial portátil conectada median-
te una manguera a una toma, en el suelo de la obra, conectada, a 
su vez, a una toma de corriente de una vivienda próxima mediante 
una alargadera que atravesaba la calle.

Conexión acción/ hechos: la causa del accidente fue la insufi cien-
cia de las medidas de seguridad existentes en la obra imputable a 
todos los demandados.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho cuarto: analiza la responsabilidad del arquitecto.

En esencia se fundamenta la responsabilidad del arquitecto en el hecho de 
que, sin confundir sus funciones con las del arquitecto técnico, a éste le co-
rrespondía la dirección de la obra y la visitaba periódicamente, por lo que 
necesariamente tuvo que advertir el uso de herramientas o maquinaria eléc-
trica no prevista en su proyecto y ordenar las medidas oportunas que habrían 
podido evitar el peligro y la muerte del trabajador.

Es cierto que la jurisprudencia del Tribunal Supremo, en general, exime al 
arquitecto de velar por el cumplimiento de las medidas de seguridad en el 
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trabajo o de las normas sobre prevención de riesgos laborales, si bien ello no 
supone exonerarle de responsabilidad cuando, además de autor del proyecto, 
sea director de la obra como ocurre en este caso. En estos supuestos, cuando 
el incumplimiento de las más elementales medidas de seguridad es tan paten-
te que debiera haberlo advertido en sus visitas periódicas a la obra dando las 
órdenes oportunas para evitarlo, la única conclusión que puede alcanzarse es 
la de su responsabilidad en el hecho.

Al arquitecto se le imputa una omisión negligente causalmente enlazada con 
el resultado dañoso, pues de haber adoptado la diligencia que le era exigible, 
habría dado las órdenes oportunas para que, una vez comprobada la existencia 
en la obra de herramientas o maquinaria eléctrica no previstas en su proyecto, 
o bien dejaran de utilizarse, o bien asegurarse de que su uso no comportara 
el peligro evidente, a los trabajadores, generado por una indebida toma de 
corriente de una casa próxima mediante un cable que atravesaba la calle.

En este sentido, la Sala Primera del Tribunal Supremo ha declarado en ante-
riores sentencias, en relación con la responsabilidad de los arquitectos, que sin 
desconocer en absoluto que no corresponde a éstos velar por el cumplimiento 
de las concretas medidas de seguridad, sí que se encuentra entre sus funciones 
la superior dirección de la obra, de tal manera que incurren en responsabilidad 
cuando se aprecia en su conducta una negligencia en el deber de vigilancia 
inherente a las funciones de dirección, sin la cual no podría explicarse el in-
cumplimiento grave o generalizado de las medidas de seguridad.

Resolución: 

Condena solidariamente a todos los demandados, la empresa constructora, a 
su administrador único, al arquitecto, al arquitecto técnico y a las compañías 
aseguradoras MUSAAT y ASEMAS a indemnizar a la esposa del trabajador 
fallecido en la suma de 180.303 euros y a la hermana del trabajador fallecido 
en la suma de 30.050 euros.

SENTENCIA 16
9 de noviembre de 2005, Audiencia Provincial de Barcelona, sección 1ª.

DATOS BÁSICOS
Fecha: 9 de noviembre de 2005.
Marginal: EDJ 2005/246641.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 1ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: civil. 
Actor:esposa e hijos del trabajador accidentado.

4.3.  Sentencias civiles de la Audiencia Provincial



La jurisprudencia dels profesionales técnicos en prevención de riesgos laborales. Segundo análisis
Pagina 75

Demandado:arquitecto técnico.

Codemandados: entidad contratista de la obra (TREJO S.A.), admi-
nistrador de la sociedad TREJO S.A., particular dueño de la obra, en-
cargado de obra, entidad aseguradora CATALANA DE OCCIDENTE 
(aseguradora de TREJO S.A), entidad aseguradora MUSAAT (asegu-
radora del arquitecto técnico).

Hechos: accidente ocurrido en obra en construcción cuando un tra-
bajador se precipitó al vacío por el hueco de una escalera sin pro-
tección, hecho que causó su muerte. En la obra se habían venido 
adoptando las adecuadas medidas de seguridad, de manera que 
el hueco de la escalera a través del cual se precipitó el trabajador 
fallecido había estado debidamente protegido con una barandilla 
provisional que se retiró a fi n de que los yeseros pudieran efectuar 
su trabajo, sustituyendo la referida valla por un andamio. Cuando 
los yeseros se retiraron de la obra no había protección en el hueco 
de la escalera. Las medidas de protección fueron retiradas por el 
encargado de la obra a fi n de facilitar la labor de los yeseros y una 
vez fi nalizada no fueron repuestas hasta después del accidente.

Conexión acción/ hechos:la causa del accidente fue la insufi ciencia 
de las medidas de seguridad adoptadas en la obra para proteger el 
hueco de la escalera por donde se precipitó el trabajador, la cual es 
imputable exclusivamente a la conducta imprudente del encarga-
do de obra y de la sociedad contratista TREJO S.A.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho tercero: analiza la responsabilidad del particular 
dueño de la obra.

La conclusión alcanzada es que, si bien el dueño de la obra la visitaba asi-
duamente e incluso tenía una caseta para instalarse con más comodidad, 
también se ha demostrado que por su actividad profesional -viajante de co-
mercio- realizaba frecuentes desplazamientos que le mantenían alejado de 
la misma. Pero principalmente su ausencia de responsabilidad viene dada 
por el hecho de que no era un promotor en sentido estricto que efectuara la 
construcción con ánimo de lucro, sino un particular, profesionalmente ajeno 
al mundo de la construcción, que pretendía la realización de una vivienda 
para su uso particular. En este sentido, el Tribunal Supremo, en numerosas 
sentencias, ha eximido de responsabilidad a los dueños de la obra por daños 
causados a terceros por cuanto la obra fue encargada a profesionales, siendo 
la regla general la exención de responsabilidad del propietario que ha actua-
do diligentemente encargando la obra a quien ostenta titulación profesional y 
cualifi cación técnica para su ejecución. Por ello, no era competencia del pro-
pietario asumir la decisión de retirar las vallas de protección que rodeaban el 
hueco de la escalera, ni tampoco, una vez fi nalizado el trabajo de los yeseros, 
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debía ordenar que se procediera a su nueva colocación, cuestiones que deben 
ser asumidas por quien lleva la coordinación de la obra. 

Fundamento de derecho cuarto: analiza responsabilidad del administrador de 
la sociedad demandada TREJO S.A. y la del encargado de obra.

En cuanto a la responsabilidad del primero, se decanta la sentencia por su 
absolución, toda vez que el demandado lo ha sido en su condición de admi-
nistrador de la contratista demandada sin que conste que hubiera tenido algu-
na intervención personal en el accidente que pudiera hacerle responsable del 
mismo -conforme a lo dispuesto en el art. 1902 del Código Civil- sino que se 
desprende que él mismo se encargaba de todos los trabajos de administración 
no existiendo actuación alguna por su parte que pudiera incidir en el resultado 
producido.

En cambio, afi rma la responsabilidad del encargado de obra, Rafael, que como 
tal efectuaba los trabajos de coordinación de la obra y de los diferentes indus-
triales. Fue él quien dio las instrucciones para la colocación de las barandillas en 
torno al hueco de la escalera, y el que, en coordinación con el yesero ordenó su 
retirada para poder llevar a cabo los trabajos de enyesado, sin reponerlas cuan-
do éstos trabajos fi nalizaron. Era responsabilidad del encargado, en tanto que 
delegado de la empresa contratista en la obra, asegurarse de la subsistencia de 
las medidas de seguridad, de manera que en tanto la obra permaneciera inaca-
bada, los riesgos inherentes a la misma quedaran adecuadamente prevenidos.

Debe añadirse que la falta de protección del hueco de la escalera constituye 
una infracción especialmente grave de las medidas de seguridad exigibles en 
una obra específi camente prevista en la normativa laboral, tanto en las orde-
nanzas, como en la Directiva 92/57 de la CEE del Consejo de las Comunidades 
Europeas de 24 de junio de 1992, transpuesta al derecho interno por Real 
Decreto 1627/1997 de 24 de octubre en cuyo anexo IV al tratar de las caídas 
de altura, que dispone que las plataformas, andamios y pasarelas, así como los 
desniveles, huecos y aberturas existentes en los pisos de las obras que supon-
gan para los trabajadores un riesgo de caída de altura superior a 2 metros se 
protegerán mediante barandillas u otros sistemas de protección colectiva de 
seguridad equivalente.

En consecuencia, cuando fi nalizó la actuación de los yeseros, y conociendo el 
encargado de la obra que la misma iba a quedar en suspenso algún tiempo, 
debió asegurarse de instalar, inmediatamente, las correspondientes barandi-
llas de protección, por lo que tal omisión le es imputable a título personal, 
respondiendo solidariamente con la empresa contratista para la que trabajaba, 
del daño ocasionado.

Fundamento de derecho quinto: análisis de la responsabilidad del aparejador.

El aparejador asume la función, entre otras, de exigir el cumplimiento de las 
disposiciones vigentes sobre seguridad en el trabajo, tal y como dispone el 
art. 1 A) apartado 3 del Decreto 265/1971 de 19 de febrero regulador de las 
facultades y competencias de los aparejadores.

En este caso, las medidas de seguridad fueron debidamente respetadas durante 
el desarrollo de la obra, de forma que la función de vigilancia que incumbe al 
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arquitecto técnico, se cumplió satisfactoriamente. La cuestión estriba en deter-
minar si puede exigirse al referido facultativo la obligación de supervisar las 
actuaciones concretas que resulten del normal desarrollo de la obra, es decir, si 
es obligación del arquitecto técnico encontrarse presente en la obra durante el 
desarrollo de los trabajos de enyesado así como velar para que una vez fi naliza-
dos se proceda a reinstalar inmediatamente las vallas de protección. 

La manera habitual de trabajar era la siguiente: el yesero iba quitando los tra-
mos de seguridad a medida que iba realizando su trabajo, y a continuación, 
una vez fi nalizado se reponían, de manera que la retirada de las vallas y su 
ulterior reposición se concibe como una actuación enmarcada dentro de las 
técnicas de buena construcción y está al alcance de cualquier ofi cial del ramo 
-que no precisa de la indicación concreta de los técnicos ni de una supervisión 
constante por parte de los mismos- por lo que se considera que no puede exi-
gírsele dicha supervisión al arquitecto técnico.

En este caso, si bien no consta con precisión el tiempo transcurrido desde 
que los yeseros fi nalizaron su trabajo hasta que se produjo el accidente, sí 
que consta que éste fue breve, y que por lo tanto, como el arquitecto técnico, 
a diferencia del contratista de la obra, no tiene la obligación de permanecer 
allí continuadamente ni de controlar todos los avatares de la construcción, re-
sultaría desmesurado hacerle responsable de lo ocurrido, pues no consta que 
hubiera tenido constancia de que el hueco de la escalera hubiera quedado 
desprotegido ni transcurrió un tiempo, lo sufi cientemente prolongado, como 
para suponer que debió efectuar alguna visita de obra que pudiera haberle 
advertido de la situación.

En consecuencia, el arquitecto técnico debe ser absuelto de toda responsabi-
lidad sobre el accidente.

Fundamento jurídico sexto: sobre la concurrencia de culpas entre la conduc-
ta del fallecido y de los demandados.

Considera la sentencia, que no se da esta concurrencia de culpas sino que 
la responsabilidad por el accidente debe atribuirse en exclusiva a los con-
denados.

La conclusión que se alcanza es que el suceso se produjo como consecuencia 
de la desprotección del hueco de la escalera, porque de haberlo estado el 
operario no se habría precipitado al vacío. 

El hecho de que, el operario, hubiera incumplido la norma que prohíbe tra-
bajar solo en una obra u otras normas relativas a la necesidad de trabajar con 
casco, cinturón de seguridad, o cualquier otro, no se constituyen en causa 
efi ciente ni siquiera coadyuvante del resultado.

Del mismo modo se considera que la defi ciente seguridad de la obra no puede 
trasladarse al industrial fallecido, por cuanto no le correspondía efectuar la 
supervisión de la misma, ni hay base para considerar que asumiera un riesgo 
desproporcionado por el hecho de iniciar los trabajos de lampistería en una 
obra cuya escalera no se hallaba debidamente vallada, porque las medidas de 
seguridad en la obra son responsabilidad del contratista y no de los industria-
les subcontratados.
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Resolución: 

Absuelve al arquitecto técnico y a su entidad aseguradora MUSAAT.

Absuelve al particular, dueño de la obra, y al administrador de la entidad con-
tratista TREJO S.A.

Condena a la entidad contratista TREJO S.A., al encargado de obra y a la 
compañía aseguradora de la contratista, CATALANA DE OCCIDENTE a que 
indemnicen a los perjudicados (esposa e hijos del trabajador fallecido) en la 
suma de 153.249,75 euros, quedando limitada la responsabilidad de la enti-
dad aseguradora a la suma de 30.050,61 euros.

SENTENCIA 17
9 de noviembre de 2005, Audiencia Provincial de Barcelona, sección 19ª 

DATOS BÁSICOS
Fecha: 9 de noviembre de 2005.
Marginal: EDJ 2005/274363.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 1ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: civil. 
Actor:compañía aseguradora AMAYA CIA DE SEGUROS Y REASEGU-
ROS S.A. (entidad aseguradora de la empresa subcontratada DEVEL-
CON CUATRO).
Demandado: arquitecta técnica.

Codemandados: compañía aseguradora MUSAAT (aseguradora del 
arquitecto técnico).

Hechos: El accidente se produce en la obra de edifi cación de cuatro 
bloques de viviendas en la localidad de Sant Cugat en fecha 12 de 
julio de 1993. En dicha obra se precipitaron y resultaron lesionados 
dos trabajadores desde una altura de unos 12 de una altura de unos 
12 metros al producirse el desprendimiento de la cuarta y última 
planta del edifi cio al ceder los tablones de madera que hacían de 
suelo, colapso que se produjo al iniciarse los trabajos de hormigón 
de la cuarta planta en la proyección del hueco vertical de la escale-
ra.

Los trabajos de hormigón habían sido subcontratados a la empresa 
DEVELCON CUATRO.

Conexión acción/hechos: No consta que el accidente se produjera 
como consecuencia de la ausencia de medidas de seguridad en la 
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obra sino que la causa del colapso de los tablones fue probable-
mente un defecto oculto de las maderas.

Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho tercero: analiza la responsabilidad de la arquitecta 
técnica.

La entidad aseguradora AMAYA abonó la suma de 60.101 euros a los traba-
jadores accidentados, reclamando ahora frente a la arquitecta técnica y su 
entidad aseguradora en ejercicio de la acción de repetición del art. 1145 del 
Código Civil en reclamación de la cantidad de 20.033 euros por considerar 
que la misma tuvo responsabilidad en la producción del accidente. 

Si en la producción del daño han intervenido varios culpables, responsables 
solidarios, el perjudicado puede dirigir la acción en reclamación de responsa-
bilidad civil contra todos o solo contra uno de ellos, según le autoriza el art. 
1141 del Código Civil, debiendo prestar el único demandado la obligación 
íntegra, sin perjuicio de que ejercite la facultad que le confi ere el art. 1145 
del Código Civil de repetir contra los restantes. En este sentido, la sentencia 
del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 2003 sostiene que en los pro-
cesos constructivos rigen el principio de solidaridad impropia contra todos 
los intervinientes, de manera que, si por el hecho no puede determinarse el 
alcance de la responsabilidad de cada uno de ellos, han de responder todos 
sin perjuicio de que el que abone la responsabilidad civil pueda reclamar la 
parte que les corresponda a los codeudores.

La sentencia dictada analiza así la responsabilidad que se le exige a la ar-
quitecta técnica, llegando a la conclusión de que no ha quedado acreditado 
que su conducta tuviera infl uencia alguna en la producción del accidente. Se 
reitera aquí que las funciones de los arquitectos técnicos se concretan en la 
vigilancia de la calidad de los materiales de la obra y su correcta disposición 
en la misma, debiéndose guiar por las normas de buena construcción y por el 
pliego de condiciones facultativas del proyecto, que le está específi camente 
encomendado para su cumplimiento. 

Debe analizarse aquí si la demandada, arquitecta técnica infringió los deberes 
inherentes a la función técnica que desarrollaba en la obra, alcanzando la 
conclusión de que ello no ha quedado acreditado. El informe de la Inspección 
de Trabajo, concluye que no se levantó acta de infracción por falta de medi-
das de seguridad al no detectarse ninguna infracción de las mismas, apun-
tando como posible causa del colapso la existencia de algún defecto oculto de 
los tablones de madera que servían de sostén. El suministro de los tablones 
era competencia de la empresa constructora OCISA. Por otra parte, tampoco 
consta que dichos tablones estuvieran podridos o defectuosos por viejos, sino 
que su aspecto era el ordinario de utilizarse a lo largo de la construcción del 
edifi cio.

En defi nitiva, no se constata ninguna infracción de las medidas de seguridad 
en la construcción con arreglo a la normativa existente en la fecha en que se 
produjo el accidente, y por ello, al no resultar probada la actuación negligen-
te de la remanadada en su condición de arquitecta técnica por infracción de 
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deberes legales inherentes a su cargo y función, se absuelve a la misma de toda 
responsabilidad en el accidente.

Resolución: 

Absuelve a la arquitecta técnica y a su entidad aseguradora MUSAAT.

SENTENCIA 18
3 de marzo de 2008, Audiencia Provincial de Barcelona, sección 19ª

DATOS BÁSICOS
Fecha: 3 de marzo de 2008.
Marginal: EDJ 2008/99282.
Órgano resolutorio: Audiencia Provincial de Barcelona, sección 19ª.

DATOS TÉCNICOS
Elementos de la sentencia

Tipo: civil. 
Actores: trabajadores accidentados.
Demandado: arquitecto, arquitecto técnico.
Codemandados: aseguradora, contratista, promotor.

Hechos: accidente ocurrido en una obra en construcción el 2 de di-
ciembre de 2003 cuando los trabajadores Claudio y Plácido acaba-
ban de instalar una balconada de protección de madera a la altura 
del primer forjado, a unos cuatro meros del suelo, con la fi nalidad 
de prevenir la caída de objetos a la vía pública, utilizando los equi-
pos de protección anticaídas adecuados, hallándose previamente 
instalados los perfi les metálicos anclados en el canto del forjado 
mediante tacos metálicos, con una marquesina al vuelo de 1,5 me-
tros aproximadamente. Una vez instalada la protección, se quitaron 
los equipos de protección y se dispusieron a bajar de la obra para 
comer. Al percatarse de que habían olvidado sus enseres personales 
en la marquesina, volvieron para recogerlos sin portar de nuevo los 
equipos de protección, momento en que cedió una de las vigas de 
hierro que sujetaban la balconada, en la esquina del forjado don-
de se encontraba enclavada, provocando su derrumbe parcial y la 
caída de los trabajadores desde una altura de unos cuatro metros, 
causándoles lesiones graves.

Conexión acción/hechos: el accidente se produjo debido a las de-
fi cientes medidas de seguridad existentes en la obra de lo que son 
responsables todos los demandados, contribuyendo también, en 
menor medida, la conducta imprudente de los trabajadores acci-
dentados. 
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Fundamentos de derecho:

Fundamento de derecho primero: analiza la responsabilidad de todos los su-
jetos intervinientes en el proceso constructivo. Concluye que todos deben ser 
declarados responsables.

La empresa constructora CONSABENA S.L. es responsable de los hechos por 
cuanto debió asegurarse y velar porque sus trabajadores portasen, mientras se 
hallaban transitando por la marquesina, los equipos de seguridad anticaidas, 
esto es, debía vigilar y controlar el uso efectivo de las medidas de seguridad 
facilitadas en la obra. Y ello con absoluta independencia de la corresponsabi-
lidad imputable a los trabajadores accidentados por no hacer uso de dichos 
medios en el momento concreto en que se produjo el desplome, atribuible al 
colapso del sistema a causa de un  inadecuado enclavamiento de la viga de 
hierro en el forjado que sujetaba la balconada.

La promotora del edifi cio también es corresponsable en el accidente, sobre 
la base de la denominada responsabilidad in eligiendo o responsabilidad in 
vigilando, que se refi ere a la responsabilidad que le corresponde en la elec-
ción de los distintos intervinientes en la obra directamente contratados y 
seleccionados libremente por la misma, así como la superior vigilancia que le 
corresponde en cuanto a las pertinentes medidas de protección y seguridad 
en el desarrollo del proceso constructivo.

En cuanto al arquitecto, le corresponde la responsabilidad derivada por vicios 
del suelo y dirección, ya sea por defectos del proyecto básico ya sea por la 
ejecución o la alta dirección en relación con el suelo, concretas circunstancias 
de la obra o soluciones constructivas adecuadas.

En este caso concreto, el arquitecto, Sr. Carlos Albert tenía encomendada la 
redacción del proyecto básico y de ejecución, así como la superior dirección 
de la obra, correspondiendo al arquitecto técnico Sr. Luis Antonio la inmedia-
ta dirección de las obras y la dirección y supervisión de las medidas de segu-
ridad, esto es, el estudio y elaboración de la seguridad y salud y las funciones 
de coordinación de aquellas medidas de seguridad.

En el supuesto estudiado, el derrumbe parcial de la marquesina se produjo 
por un defi ciente enclavamiento de las vigas que afectaron al forjado del 
edifi cio al destruir y agrietar la estructura del forjado, siendo absolutamente 
defectuoso. Este colapso del sistema se originó al desconcharse el hormigón 
en los anclajes superiores, puesto que la carga transmitida fue excesiva, al 
utilizarse anclajes destructores que lesionaron la estructura y redujeron su 
resistencia, con una sujeción puntual y no, a lo largo del forjado. En defi ni-
tiva, puede afi rmarse que el sistema usado de anclaje fue absolutamente in-
adecuado e inapropiado. Además debe añadirse que consta que, el día antes 
del accidente, el arquitecto estuvo allí  y no recogió ninguna mención sobre 
el sistema de enclave empleado sobre el forjado, reconociendo que tras la 
caída se acordó el refuerzo de las vigas. Por todo lo expuesto se considera que 
existió responsabilidad del arquitecto, no por falta de control ni de vigilancia 
de las  medidas de seguridad empleadas, sino por el defectuoso control del 
sistema de anclajes empleado sobre el forjado, contrario a las normas y muy 
peligroso
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Por su parte, el arquitecto técnico también debe ser considerado responsable 
del accidente, ya que era encargado, no sólo de la dirección inmediata de la 
obra, sino de las funciones de elaboración del estudio de seguridad y salud y 
de la coordinación. Recuerda que la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 
18 de diciembre de 1999 dice:

El arquitecto técnico asume la función de colaborador especializado de la cons-
trucción y las actividades de inspeccionar, controlar y ordenar la correcta eje-
cución de la obra le vienen impuestas por la ley, siendo el profesional que debe 
mantener más contactos directos, asiduos e inmediatos con el proceso construc-
tivo, así como inspeccionar los materiales a emplear, dosifi caciones y mezclas, 
exigiendo comprobaciones y análisis necesarios, debiendo guiarse por las nor-
mas de buena construcción y por el Pliego de Condiciones Facultativas del Pro-
yecto, que le está específi camente encomendado para su exacto cumplimiento. 

Por todo ello, también debe considerarse que infringió sus obligaciones y debe 
predicarse su parte de responsabilidad en el accidente.

Fundamento jurídico tercero: analiza la culpa de las propias víctimas en la 
producción del accidente y la cuota de responsabilidad que les corresponde a 
las mismas.

Corresponde aquí el análisis de, en qué proporción, la propia conducta impru-
dente de las víctimas contribuyó a que se produjera el accidente, establecer 
en qué porcentaje debe quedar reducida la cuantía de las indemnizaciones a 
cargo de los condenados.

Se llega a la conclusión de que la causa principal, preponderante y predo-
minante de la caída y de las lesiones padecidas por los trabajadores fue el 
derrumbe parcial de la marquesina, a consecuencia del defectuoso enclava-
miento de los perfi les metálicos. Fue el defectuoso e inadecuado anclaje de 
los soportes al forjado -califi cado de peligrosísimo por los peritos- la causa que 
originó el derrumbe parcial. En efecto, tanto el informe de la Inspección de 
Trabajo como los demás dictámenes periciales llegan a esta conclusión. Todo 
ello sin descartar que también contribuyeron al resultado lesivo las conductas 
descuidadas y negligentes de los trabajadores, quienes siendo conscientes de 
la necesidad de portar las medidas de protección-sujeción adecuadas, no hi-
cieron uso de ellas al ir a recoger los enseres personales que habían olvidado. 
Pero dicha conducta negligente, de ninguna manera puede ser califi cada de 
única y exclusiva en la producción del accidente, ni considerarse que el mismo 
se debió a la culpa exclusiva de los trabajadores, ni siquiera puede predicarse 
que fuera la causa principal ni preponderante del mismo. Se llega a la conclu-
sión que fue una causa cooperante, pero no predominante, en su producción. 
Así, concluye la sentencia que el no-uso, por parte de los perjudicados, de los 
pertinentes equipos de protección anticaídas conlleva una corresponsabilidad 
en el accidente por la negligente omisión por parte de los lesionados, de ma-
nera que la proporción adecuada a tal negligencia se cifra en un 30%, ya que 
no puede obviarse que, si el desplome parcial no hubiese ocurrido, la caída 
no se hubiese producido. En consecuencia, la cantidad indemnizatoria a favor 
de los perjudicados deberá reducirse en un 30% en que se considera que los 
mismos contribuyeron con su propia acción al siniestro y a causar las lesiones 
sufridas.
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Resolución: 

Condena solidariamente a la promotora INMOBILIARIA PROARCO 94 S.L., 
a la contratista CONSBAENA S.L., al arquitecto Carlos Alberto, al arquitec-
to técnico Luís Antonio, así como a sus respectivas aseguradoras a pagar a 
Claudio la suma de 36.257,75 euros, y a Plácido la suma de 39.377,11 euros 
e intereses legales desde la interposición de la demanda, cantidad que se 
incrementa en un 20% con arreglo a la Ley del contrato de seguro para las 
compañías aseguradoras.
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5. Conclusiones

Del análisis de las sentencias estudia-
das (enero de 2005 y diciembre de 
2009) se desprenden las siguientes 
conclusiones:

Las sentencias dictadas en el ámbito 
penal han experimentado un incre-
mento considerable en cuanto a las 
que se refi eren a profesionales técni-
cos. Se observa la existencia de un ma-
yor número de procedimientos en que 
éstos son imputados por delitos contra 
la seguridad de los trabajadores, y si 
bien no en todos los casos fi nalizan 
con condena, naturalmente también 
existe un mayor número de condenas 
a estos técnicos. 

Debe hacerse aquí la precisión de que 
el delito contra la seguridad de los tra-
bajadores sancionado en los artículos 
316 y 317 del Código Penal es un de-
lito de riesgo, que no precisa para que 
pueda apreciarse la existencia de resul-
tado lesivo alguno ( lesiones o muerte 
de los trabajadores afectados), ya que 
se comete por la simple creación de 

un riesgo grave para la vida, integri-
dad física o salud de los trabajadores, 
si bien en la práctica cuando existe un 
procedimiento penal es porque el re-
sultado lesivo ha existido  y es el que, 
habitualmente, motiva que se ponga 
en marcha la justicia penal. Por ello, 
la inmensa mayoría de las sentencias 
estudiadas lo son al mismo tiempo de 
delito contra la seguridad de los traba-
jadores y delito de lesiones u homici-
dio imprudentes. 

Pues bien, en relación a los sujetos que 
las resoluciones  de los tribunales con-
sideran responsables de estos delitos, 
debe decirse aquí, que en el anterior 
estudio realizado  se observaba una 
tendencia a imputar y condenar por los 
delitos contra la seguridad de los tra-
bajadores de forma casi exclusiva a los 
empresarios, en tanto que consideraba 
que sólo éstos podían ser los “legal-
mente obligados” a facilitar los medios 
para que los trabajadores desempeñen 
su actividad con las medidas de segu-
ridad adecuadas y ello por una inter-
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pretación conjunta de los artículos 
316 y 317 del Código Penal y de  las 
obligaciones establecidas en la Ley 
de prevención de riesgos laborales, 
responsabilizando únicamente a los 
profesionales técnicos de los delitos 
de resultado por las lesiones u ho-
micidio imprudentes que en su caso 
se causaran. 

En la actualidad esto ha variado sus-
tancialmente, y en las resoluciones 
de los tribunales dictadas durante 
estos últimos cinco años se ha veni-
do considerando que los profesiona-
les técnicos también están afectados 
por la obligación de facilitar a los 
trabajadores medidas de seguridad 
en el ámbito de sus responsabilida-
des, y que en consecuencia también 
pueden ser responsables de tales 
delitos, observándose, como se ha 
dicho, un incremento sustancial de 
las sentencias de condena respecto 
de los mismos por los delitos san-
cionados en los artículos 316 y 317 
del Código Penal cuando éstos ejer-
cen funciones tales como técnicos 
en seguridad y prevención, coor-
dinadores de seguridad, proyectis-
tas, directores facultativos de obra, 
y cualesquiera otras funciones que 
directa o indirectamente puedan su-
poner la asunción de responsabili-
dades relacionadas con la seguridad 
de los trabajadores.

Por otro lado debe decirse, tal y 
como ya se apuntaba en el anterior 
estudio, que la gran mayoría de los 
procedimientos penales y en conse-
cuencia también de las sentencias 

estudiadas se refi eren a accidentes 
ocurridos en el ámbito de la cons-
trucción, probablemente por ser 
éste el sector de actividad donde 
mayores siniestros se producen. Por 
ello se observa un elevado número 
de casos en que los implicados son 
arquitectos y arquitectos técnicos, si 
bien se ha observado un incremen-
to de sentencias relacionadas con 
otros sectores de actividad y en que 
los responsables son también inge-
nieros e ingenieros técnicos.

Decir también que en el período 
estudiado no se han encontrado re-
soluciones en la materia a nivel del 
Tribunal Supremo, lo cual puede ser 
debido a que se trata de un recurso 
extraordinario que sólo puede inter-
ponerse en los supuestos previstos 
por la Ley, siendo la doctrina pací-
fi ca en este sentido, lo que motiva 
que los procedimientos terminen 
con los recursos interpuestos ante 
las Audiencias Provinciales. Sí que 
se han encontrado, por el contra-
rio, un gran número de resoluciones 
dictadas en la materia en el ámbito 
de las Audiencias Provinciales.

En cuanto a la responsabilidad civil, 
la tendencia jurisprudencial sigue la 
línea observada en el anterior estu-
dio sin que se hayan producido cam-
bios sustanciales. En este ámbito, la 
responsabilidad civil de los profe-
sionales técnicos es más amplia, ya 
que se estructura sobre la base de 
demandas de responsabilidad civil 
extracontractual, de manera que 
puede ser responsable cualquier 
persona que con su actuación ne-
gligente cause daños a un tercero. 
Por este motivo, el número de con-
denas a estos profesionales suele 
ser mayor en este ámbito, siempre 
y cuando se observe una conduc-
ta negligente por acción u omisión  
en el ejercicio de sus funciones. En 
este caso, la responsabilidad de los 
profesionales técnicos acostumbra a 
ser compartida con la de otros im-

Las sentencias referidas a profesionales 
técnicos han experimentado un 

incremento considerable
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plicados en los accidentes como, 
por ejemplo, empresarios, jefes de 
obra, encargados, etc., y suele estar 
asegurada por las respectivas com-
pañías aseguradoras que son en la 
práctica las que hacen frente a este 
tipo de responsabilidades pecunia-
rias hasta el límite de la cobertura.

En cuanto a la responsabilidad civil, 
tanto en el caso de procedimien-
tos penales como civiles, es nece-
sario hacer referencia a la propia 
conducta negligente de la víctima 
como factor que viene siendo utili-
zado por los tribunales para mode-
rar la responsabilidad civil ( nunca 
la penal), de manera que la cuantía 
indemnizatoria a satisfacer por los 
condenados se ve reducida en al-
gunas resoluciones en función del 
porcentaje de culpa que se atribuya 
a la propia víctima en la causación 
del accidente y del resultado lesivo 
sufrido.

De las 18 sentencias analizadas en 
el presente estudio, cabe destacar 
que 14 corresponden al ámbito de 
la construcción, siendo éste el pre-
dominante tanto en las sentencias 
penales como civiles. De las 4 sen-
tencias restantes, 3 corresponden a 
lesiones con máquinas y 1 lesiones 
por atropellamiento con vehículo 
motorizado. 

Resulta destacable que práctica-
mente todas las sentencias de la 
construcción (17 de las 18 totales) 
corresponden a siniestro por caída 

en altura, hecho que indica la ele-
vada incidencia de siniestros de esta 
tipología. 

En cuanto a los demandados y acu-
sados, es de destacar la elevada pre-
sencia de técnicos de prevención de 
riesgos laborales, coordinadores de 
seguridad y salud, jefes de obra y di-
rectores de ejecución de obra, siendo 
estos cargos ocupados, en su mayo-
ría, por arquitectos, arquitectos téc-
nicos, ingenieros e ingenieros. 

En tres de las sentencias analiza-
das aun se aplica el artículo 1 del 
Decreto 265/1971 que faculta al 
arquitecto técnico a “controlar los 
sistemas de protección, exigiendo el 
cumplimiento de las disposiciones 
vigentes sobre la seguridad en el 
trabajo.” Desde 1971, la legislación 
de prevención de riesgos laborales 
ha sufrido una renovación en pro-
fundidad, con la progresiva sustitu-
ción a partir de las Directivas euro-
peas en 1995, 1997 y en los años 
posteriores. Esto sitúa la dirección 
facultativa en un nuevo contexto en 
el que aparecen agentes con diferen-
tes obligaciones en materia preven-
tiva y nuevos documentos o fi guras 
(servicios de prevención, recursos 
preventivos, coordinador de seguri-
dad y salud, proyectistas, planes de 
prevención de empresa…) que sus-
tituyen aquella facultad obsoleta y 
dan entrada en el ámbito de la pre-
vención, bajo la responsabilidad del 
empresario, a la participación de los 
diferentes agentes. 
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Tabla 1. Resumen de las sentencias penales

Sentencia Ámbito Tipo de 
siniestro

Gravedad del 
siniestro Acusados Coacusados

Sentencia 1: 4 de 
octubre de 2005, 
AP de Barcelona, 
sección 3ª

Máquinas - Lesiones (sin 
determinar)

Técnico de seguri-
dad y salud (absuel-
to).

Jefe del taller (absuelto).

Sentencia 2: 28 de 
octubre de 2005, 
AP de Barcelona, 
sección 6ª 

Construc-
ción

Caída en 
altura

Lesiones gra-
ves

Arquitecto técnico 
encargado de la 
coordinación de 
seguridad y salud y 
de la dirección de la 
ejecución de la obra 

Encargado de obra, compañía 
aseguradora MUSAAT como 
responsable civil directa y Patro-
nato Municipal de la Vivienda de 
Barcelona como responsable civil 
subsidiario (condenados).

Sentencia 3: 14 
de noviembre de 
2005, AP de Bar-
celona, sección 6ª

Construc-
ción

Caída en 
altura

Lesiones gra-
ves

Arquitecto y arqui-
tecto técnico encar-
gado de la dirección 
técnica de la obra 
(condenados).

Legal representante de la em-
presa promotora, administrador 
único de la empresa subcontra-
tada para las obras de derribo, 
jefe de obra y vigilante de segu-
ridad. Compañías aseguradoras 
(condenados).

entencia 4: 19 de 
enero de 2006, 
AP de Barcelona, 
sección 3ª

Máquinas Aprisio-
namiento

Lesiones gra-
ves

Director general, 
técnico en pre-
vención de riesgos 
laborales y coordi-
nador de seguridad 
(condenados).

- 

Sentencia 5: 18 
mayo de 2006, 
AP de Barcelona, 
sección 5ª 

Vehículo 
motorizado Atropello Lesiones gra-

ves

Técnico de pre-
vención de riesgos 
laborales (condena-
do). 

Trabajador conductor del ca-
mión, titular de la empresa de 
transportes para la que prestaba 
sus servicios el trabajador acci-
dentado (condenados).

Sentencia 6: 26 de 
febrero de 2007, 
AP de Barcelona, 
sección 2ª

Construc-
ción

Caída en 
altura

Lesiones (sin 
determinar)

Técnico coordina-
dor de seguridad 
(absuelto).

Administrador de la empresa 
contratista, administrador de la 
empresa subcontratista (absuel-
tos).

Sentencia 7: 14 
de diciembre de 
2007, AP de Barce-
lona, sección 9ª

Construc-
ción

Caída en 
altura Mortal Coordinador de se-

guridad (absuelto). -
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Sentencia Ámbito Tipo de 
siniestro

Gravedad del 
siniestro Acusados Coacusados

Sentencia 8: 17 de 
enero de 2008, 
AP de Barcelona, 
sección 7ª

Construc-
ción

Caída en 
altura Mortal

Constructor, jefe de 
obra y arquitecto 
técnico encargado 
de la coordinación 
de seguridad (con-
denados).

Arquitecto encargado de la direc-
ción de la obra (absuelto).

Sentencia 9: 7 de 
Febrero de 2008, 
AP de Barcelona, 
sección 7ª

Máquinas Golpe Lesiones (sin 
determinar)

Jefe de ingeniería 
(condenado). 

Jefe de mantenimiento, jefe de 
planta de inyección, consejero 
delegado de la mercantil. Como 
responsable civil directa la 
compañía aseguradora “CHUBB” 
y como responsable civil sub-
sidiaria la empresa “TATAY S.A.” 
(condenados).

Sentencia 10: 26 
de noviembre de 
2009, AP de Bar-
celona, sección 5ª

Construc-
ción

Caída en 
altura Mortal

Técnico de seguri-
dad encargado de 
la ejecución de la 
obra y aparejador 
encargado de la 
ejecución de las 
obras de la empre-
sa subcontratada 
(condenados).

Arquitecto director de la obra 
y arquitecto técnico director 
de la ejecución de la empresa 
principal. Trabajador autónomo 
subcontratado para la ejecución 
de la obra de cambio de vigas 
(absueltos).

Sentencia 11: 3 de 
abril de 2006, Tri-
bunal Supremo, 
Sala 1ª

Construc-
ción

Caída en 
altura

Lesiones gra-
ves

Director facultativo 
de obra (condena-
do).

Compañía aseguradora MUSAAT 
como responsable civil directo. 
Administrador de la empresa 
contratista como responsable 
civil subsidiario (condenados).

Tabla 1. continuación
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Tabla 2. Resumen de las sentencias civiles

Sentencia Ámbito Tipo de 
siniestro

Gravedad del 
siniestro Demandados Codemandados

Sentencia 12: 18 
de julio de 2006, 
Tribunal Supre-
mo, Sala 1ª

Construc-
ción

Caída en 
altura Mortal Arquitecto técnico 

(condenado).

Encargado de la obra, empresa 
promotora, empresa contratista 
(condenados).

Sentencia 13: 21 de 
febrero de 2007, 
AP de Tarragona, 
sección 4ª

Construc-
ción

Caída en 
altura Mortal

Ingeniero proyectis-
ta (ingeniero agró-
nomo) (absuelto). 

Mercantil promotora (N.S.A.), 
mercantil contratista (Construc-
ciones L.S.L.), empresa subcontra-
tada (Montajes F), administrador 
único de “Montajes F” (absuel-
tos).

Sentencia 14: 23 
de abril de 2009, 
Tribunal Supre-
mo, Sala 1ª 

Construc-
ción

Caída en 
altura

Lesiones gra-
ves

Arquitecto técnico y 
arquitectos (conde-
nado).

Propietario de la obra (Servicio 
Vasco de Salud), sociedad contra-
tista de la obra (ONDARRA S.A.), 
sociedad subcontratista (RE-
DEM), entidades aseguradoras 
MAPFRE NORTE (de la sociedad 
subcontratista), MAPFRE (de la 
entidad contratista), MUSAAT 
(del arquitecto técnico), ASEMAS 
(de los arquitectos), AURORA PO-
LAR (del Servicio Vasco de Salud) 
(condenados).

Sentencia 15: 16 
de octubre de 
2009, Tribunal 
Supremo, Sala 1ª

Construc-
ción

Contacto 
eléctrico 
(Electro-
cución)

Mortal
Arquitecto técnico y 
arquitectos (conde-
nado).

Empresa constructora (FERNÁN-
DEZ CANTERO S.L.) administrador 
único de la empresa constructo-
ra, compañías aseguradoras del 
arquitecto técnico (MUSAAT), y 
del arquitecto (ASEMAS) (conde-
nados).

Sentencia 16: 9 
de noviembre de 
2005, AP de Bar-
celona, sección 1ª

Construc-
ción

Caída en 
altura Mortal Arquitecto técnico 

(absuelto). 

Entidad contratista de la obra 
(TREJO S.A.), administrador de la 
sociedad TREJO S.A., particular 
dueño de la obra, encargado 
de obra, entidad aseguradora 
CATALANA DE OCCIDENTE (ase-
guradora de TREJO S.A), entidad 
aseguradora MUSAAT (asegu-
radora del arquitecto técnico) 
(condenados).
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Sentencia Ámbito Tipo de 
siniestro

Gravedad del 
siniestro Acusados Coacusados

Sentencia 17: 9 
de noviembre de 
2005, AP de Bar-
celona, sección 
19ª

Construc-
ción

Caída en 
altura

Lesiones (sin 
determinar)

Arquitecta técnica 
(absuelta).

Compañía aseguradora MUSAAT 
(aseguradora del arquitecto 
técnico) (absueltos).

Sentencia 18: 3 de 
marzo de 2008, 
AP de Barcelona, 
sección 19ª

Construc-
ción

Caída en 
altura  Lesiones gra-

ves

Arquitecto, ar-
quitecto técnico 
(condenado).

Aseguradora, contratista, promo-
tor (condenados).

Tabla 2. continuación
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